
los alrededores que por causa de la actividad autorizada se vean
afectados; y

m) Por no respetar los horarios y rutas que por su actividad
o tipo de desecho que manejen los establecimientos comercia-
les o industriales, le señale la dirección de limpia pública.

2. En caso de reincidencia se aplicará hasta el doble del
máximo de la sanción correspondiente. Para los efectos de estas
sanciones se considera reincidente a aquella persona que ha-
biendo sido sancionada por cometer las infracciones señala-
das, viole nuevamente la misma disposición en el transcurso de
seis meses.

3. En caso de que la prestación del servicio de limpia y reco-
lección de residuos sólidos se realice por particulares, otorgada
mediante concesión o convenio, se procederá a la cancelación
de los mismos para operar, funcionar o prestar servicios conce-
didos de competencia municipal, cuando no se preste el servi-
cio en las condiciones y términos establecidos en el este regla-
mento y demás disposiciones legales que prescriban otros
ordenamientos jurídicos.

4. Cuando el infractor sea persona moral, no estará exento
de pago ni recibirá descuento alguno por las multas estableci-
das en este reglamento.

Sección Octava
Del Recurso de Revocación

Artículo 19. Los particulares interesados afectados por los
actos o resoluciones definitivos de la autoridad municipal en
las materias que regula este reglamento podrán, a su elección,
interponer el recurso de revocación previsto en el Reglamento
de Procedimientos Administrativos del Municipio de Boca del
Río, o intentar el juicio de nulidad ante el Tribunal de lo Conten-
cioso Administrativo del Poder Judicial del estado.

T R A N S I T O R I O S

Primero. Este Reglamento entrará en vigor a los tres días de
su publicación en la Gaceta Oficial del estado.

Segundo. Se abroga el Reglamento de Aseo Municipal del
Municipio de Boca del Río, de fecha veintisiete de abril de dos
mil siete.

Dado en la Sala de Cabildo del Honorable Ayuntamiento del
Municipio de Boca del Río, Estado de Veracruz de Ignacio de la
Llave, a los once días del mes de enero de dos mil ocho.

Lic. Miguel Ángel Yunes Márquez, Presidente Municipal
Constitucional.—Rúbrica. Lic. Guillermo Moreno Chazzarini,
Síndico.—Rúbrica. C. Lilia Rodríguez Martínez, Regidora Prime-

ra.—Rúbrica. Lic. Ricardo Cuevas Segura, Regidor Segundo.—
Rúbrica. C. José Luis Sosa González, Regidor Tercero.—Rúbri-
ca. C. Arturo Calderón Lara, Regidor Cuarto.—Rúbrica. C. Rufino
Núñez Serrano, Regidor Quinto.—Rúbrica. Lic. Luis Emilio Díaz
Ibarra, Regidor Sexto.—Rúbrica. Enfer. Aurora Delgado Huerta,
Regidora Séptima.—Rúbrica. Dr. Gonzalo Lagunes Ochoa, Re-
gidor Octavo.—Rúbrica. Lic. Juan Carlos Molina Xaca, Regidor
Noveno.—Rúbrica. Lic. Jorge Reyes Leo, Regidor Décimo.—
Rúbrica. Lic. José Salvatori Bronca, Regidor Undécimo.—
Rúbrica. Ada Irene García Jiménez, Regidora Duodécima.—
Rúbrica.

Por tanto, en atención a lo dispuesto por el artículo 7, frac-
ción XI de la Ley de la Gaceta Oficial para el estado de Veracruz
de Ignacio de la Llave, mando se publique y se le dé cumpli-
miento. Presidencia Municipal, a los catorce días del mes de
enero del año dos mil ocho.

A t e n t a m e n t e

Sufragio efectivo. No reelección

Miguel Ángel Yunes Márquez
Presidente Municipal Constitucional

Rúbrica.

folio 148

BANDO QUE DISPONE LA PUBLICACIÓN DEL REGLA-
MENTO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL
MUNICIPIO DE BOCA DEL RÍO, ESTADO DE VERACRUZ
DE IGNACIO DE LA LLAVE.

Miguel Ángel Yunes Márquez, Presidente Municipal Cons-
titucional del Municipio de Boca del Río, Estado de Veracruz de
Ignacio de la Llave, a sus habitantes sabed:

Que el Honorable Cabildo del Ayuntamiento del Municipio
de Boca del Río, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, se ha
servido dirigirme el siguiente Reglamento para su publicación:

Al margen un sello que dice: Estados Unidos Mexicanos.—
Ayuntamiento de Boca del Río.—Estado Libre y Soberano de
Veracruz de Ignacio de la Llave.

El Honorable Cabildo del Ayuntamiento del Municipio de
Boca del Río, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en uso
de las facultades  que le confieren los artículos 71 primer párrafo
de la Constitución Política local, 34 párrafo primero de la Ley
Orgánica del Municipio Libre y en nombre del pueblo, expide el
siguiente:
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REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATI-
VOS DEL MUNICIPIO DE BOCA DEL RÍO, ESTADO DE
VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE

TÍTULO PRIMERO
De los Principios Generales

Artículo 1. 1. Este reglamento tiene por objeto reglamentar
los actos y procedimientos materialmente administrativos del
ayuntamiento del municipio de Boca del Río, Estado de Veracruz
de Ignacio de la Llave.

2. Los actos y procedimientos materialmente administrati-
vos regulados por leyes y reglamentos municipales especiales
se regirán por éstas en lo que no se opongan a este reglamento
y, en lo no previsto en dichas leyes o reglamentos municipales,
se aplicarán las disposiciones de este ordenamiento.

3. Quedan excluidos de la aplicación de este reglamento los
actos y procedimientos que en materia laboral se rijan por la Ley
Estatal del Servicio Civil, así como lo dispuesto en el Código
Hacendario para el Municipio de Boca del Río, Estado de Veracruz
de Ignacio de la Llave.

Artículo 2. Para efectos de este reglamento, se entiende
por:

I.  Ayuntamiento: el órgano de gobierno y administración
del municipio de Boca del Río;

II. Administración pública municipal: las dependencias cen-
tralizadas y entidades paramunicipales que integran el ayunta-
miento del municipio de Boca del Río;

III. Autoridad municipal: los servidores públicos municipa-
les, así como las personas físicas o morales de carácter privado
que ejerzan actividades derivadas de la concesión de un servi-
cio público, que con fundamento en la ley o reglamento aplica-
bles emiten actos administrativos que afecten la esfera jurídica
del gobernado, susceptibles de exigirse mediante el uso de la
fuerza pública o bien a través de otras autoridades municipales;

IV. Boca del Río: el nombre oficial del municipio de Boca del
Río, perteneciente al Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave;

V. Reglamento: este reglamento de Procedimientos Admi-
nistrativos del Municipio de Boca del Río;

VI. Municipio: el ente público con personalidad jurídica y
patrimonio propios, gobernado y administrado por el ayunta-
miento;

VII. Normas: las leyes, bandos, reglamentos, decretos, acuer-
dos, circulares y disposiciones administrativas de observancia
general que rigen en el Municipio de Boca del Río;

VIII. Servidores públicos: las personas que desempeñan un
empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la adminis-
tración pública municipal; y

IX. Tribunal: el Tribunal de lo Contencioso Administrativo
del Poder Judicial del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

Artículo 3. 1. La administración pública municipal, confor-
me a los principios de descentralización, desconcentración, co-
ordinación, cooperación, eficiencia y eficacia, deberá abstener-
se de prácticas que impliquen vías de hecho administrativas
contrarias a las garantías constitucionales, a las disposiciones
previstas en este reglamento o en otras normas.

2. Para su debida validez y eficacia, las comunicaciones en-
tre los servidores públicos por las que se ordene o solicite la
tramitación o ejecución de actos y procedimientos administrati-
vos, así como de acciones de control y evaluación, deberán
hacerse en forma escrita, debidamente fundadas y motivadas
en las disposiciones aplicables al caso concreto.

3. El incumplimiento de las disposiciones previstas en este
ordenamiento dará lugar a la responsabilidad de los servidores
públicos, en términos de este reglamento, sin perjuicio de las
demás responsabilidades que señalen las leyes del Estado.

Artículo 4. El procedimiento administrativo se regirá por los
principios de legalidad, prosecución del interés público, igual-
dad y proporcionalidad, imparcialidad, sencillez, celeridad,
oficiosidad, eficacia, publicidad, gratuidad y buena fe; en
consecuencia:

I. Se ajustarán estrictamente a las disposiciones de este re-
glamento o del reglamento de la materia, según sea el caso;

II. Sus trámites serán sencillos, evitando formulismos inne-
cesarios;

III. Deberán tramitarse y decidirse de manera pronta y
expedita;

IV. Se impulsarán de oficio, sin perjuicio de la intervención
de los interesados;

V. Se cuidará que alcancen sus finalidades y efectos legales;
VI. Las actuaciones serán públicas, salvo que la moral o el

interés general exija que sean secretas;
VII. Serán gratuitos, sin que pueda condenarse al pago de

gastos y costas; y
VIII. La autoridad municipal y los particulares se conducirán

con honradez, transparencia y respeto en las promociones y
actuaciones.

TÍTULO SEGUNDO
DE LAS RELACIONES ENTRE LA ADMINISTRACIÓN

PÚBLICA MUNICIPAL Y LOS PARTICULARES

CAPÍTULO I
De los Derechos de los Particulares

Artículo 5. En sus relaciones con la administración pública
municipal, los particulares tienen los siguientes derechos:

I. Conocer en cualquier momento el estado que guardan los
expedientes en los que acredite la condición de interesado y
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obtener, previo pago de los derechos correspondientes, copia
certificada de los documentos contenidos en ellos;

II. Identificar a la autoridad municipal y al personal al servi-
cio de la administración pública municipal bajo cuya responsa-
bilidad se tramiten los expedientes;

III. Obtener constancia de los documentos que presenten;
IV. Utilizar la lengua nacional, de conformidad con las

normas;
V. Aportar las pruebas que estimen pertinentes y formular

alegatos;
VI. Abstenerse de presentar documentos no exigidos por

las normas, o que ya se encuentren en poder de la autoridad
municipal actuante;

VII. Obtener información y orientación acerca de los requisi-
tos jurídicos o técnicos que las normas impongan a los proyec-
tos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; y

VIII. Abstenerse de comparecer ante la autoridad municipal
cuando el citatorio no esté debidamente fundado.

CAPÍTULO II
De los Obligaciones de la Administración Pública Municipal

Artículo 6. La administración pública municipal, en sus rela-
ciones con los particulares, tendrá las siguientes obligaciones:

I.  Hacer constar en los citatorios por los que se ordene la
comparecencia de los particulares el lugar, fecha, hora y objeto
de la misma, así como los efectos de no atenderla;

II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la
realización de verificaciones y visitas domiciliarias, en los casos
previstos por este reglamento o en las normas aplicables;

III. Guardar absoluta reserva en lo concerniente a las decla-
raciones y datos suministrados por los particulares o por terce-
ros con ellos relacionados. Dicha reserva no será aplicable en
los casos en que deban ser suministrados a los servidores pú-
blicos encargados de la administración o defensa de los intere-
ses públicos, ni cuando sean solicitados por autoridad munici-
pal competente;

IV. Hacer del conocimiento de los particulares, cuando así
lo soliciten, el estado de la tramitación de los expedientes en los
que acrediten la condición de interesados;

V. Hacer constar, en forma escrita, la recepción de los do-
cumentos que le presenten;

VI. Recibir las pruebas y alegatos que les presenten; y
VII. Informar y orientar a los particulares sobre el ejercicio

de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

TÍTULO TERCERO
DEL ACTO ADMINISTRATIVO

CAPÍTULO I
De los Elementos y Requisitos de Validez

Artículo 7. Se considerará válido el acto administrativo que
contenga los siguientes elementos:

I. Que sea emitido por autoridad municipal competente, en
términos de las normas aplicables;

II. Estar fundado y motivado;
III. Que sea expedido sin que en la manifestación de volun-

tad de la autoridad municipal medie dolo, mala fe o violencia, o
que exista error de hecho o de derecho sobre el objeto o fin del
acto;

IV. Que su objeto sea posible de hecho y esté previsto por la
norma aplicable, determinado o determinable y preciso en cuan-
to a las circunstancias de tiempo y lugar;

V. Cumplir con la finalidad de interés público, sin que pue-
dan perseguirse otros fines distintos de los que justifican el
acto;

VI. Constar por escrito en papel oficial, salvo el caso de la
negativa ficta;

VII. Contener firma autógrafa de la autoridad municipal;
VIII. Expedirse, en caso de afirmativa ficta, la certificación

correspondiente de acuerdo con las normas que señala este
reglamento respecto de la terminación del procedimiento admi-
nistrativo; y

IX. Expedirse de conformidad con el procedimiento adminis-
trativo que establezcan las normas aplicables en lo que no se
opongan a este reglamento y, en su defecto, por lo dispuesto en
este ordenamiento.

Artículo 8. Son requisitos de validez del acto administrativo
escrito, los siguientes:

I. Señalar el lugar y la fecha de su emisión. Tratándose de
actos administrativos individuales deberá hacerse mención, en
la notificación, de la oficina en que se encuentre y pueda ser
consultado el expediente respectivo y, en su caso, el nombre del
interesado a quien vaya dirigido;

II. En el caso de actos administrativos que por disposición
legal deban ser notificados personalmente, se hará mención de
esta circunstancia en ellos;

III. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá
mencionarse el término con que se cuenta para interponer el
recurso de revocación, así como la autoridad municipal ante la
que deba ser presentado; y

IV. Que sea expedido sin que medie error respecto a la refe-
rencia específica de identificación del expediente, documento o
nombre completo del destinatario.

CAPÍTULO II
De la Eficacia y Ejecutividad

Artículo 9. El acto administrativo será válido mientras su
invalidez no haya sido declarada por la autoridad municipal com-
petente o por el Tribunal, en términos de las normas aplicables
o, en su defecto, de este reglamento.

Artículo 10. El acto administrativo válido será eficaz, ejecu-
tivo y exigible desde el día siguiente al que surta sus efectos la
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notificación realizada de conformidad con las disposiciones de
este reglamento.

Artículo 11. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo
anterior, los siguientes actos administrativos:

I. Los que otorguen un beneficio, concesión, licencia, per-
miso o autorización al interesado, en cuyo caso su cumplimien-
to será exigible a partir de la fecha de su emisión, de la certifica-
ción en caso de afirmativa ficta, o cuando señale fecha de inicio
o de vigencia; o

II. Los que ordenen la inspección, investigación o vigilancia
en los términos de este reglamento y demás normas aplicables.
En este supuesto, dichos actos serán exigibles desde la fecha
en que los expida la administración pública municipal.

Artículo 12. 1. Los actos administrativos, tales como regla-
mentos, acuerdos, circulares, o cualesquiera otras disposicio-
nes administrativas de observancia general, obligan y surten
sus efectos, tres días después de la fecha de su publicación en
la Gaceta Oficial del Estado, a menos que en aquellos se señale
expresamente el día del inicio de su vigencia.

2. Los actos administrativos de carácter individual, cuando
lo prevean los ordenamientos aplicables, deberán publicarse en
el referido órgano informativo oficial.

3. Los manuales de organización que expidan las dependen-
cias centralizadas y entidades paramunicipales se harán públi-
cos a través de la Internet. Los particulares podrán consultarlos
en la unidad administrativa que corresponda y, en su caso, so-
licitar copia certificada de los mismos, previo pago de los dere-
chos correspondientes. Los instructivos y formatos que expida
la administración pública municipal se publicarán en la Gaceta
Oficial del Estado, previamente a su aplicación.

Artículo 13. Los actos administrativos que refiere el párrafo
1 del artículo anterior, sólo podrán ser abrogados, derogados, o
revocados, según sea el caso, por otro posterior que así lo de-
clare expresamente, o porque contenga disposiciones total o
parcialmente incompatibles con el anterior, siempre que el acto
anterior sea de igual o menor jerarquía que el posterior.

Artículo 14. Los actos administrativos que requieran para
su validez de la aprobación de uno o más órganos de la adminis-
tración pública municipal, distintos de quien lo emitió, en térmi-
nos de las normas aplicables, únicamente tendrán eficacia y
ejecutividad una vez que se produzca dicha aprobación.

Artículo 15. El acto administrativo válido es ejecutivo cuan-
do el ordenamiento jurídico aplicable reconoce a la administra-
ción pública municipal la facultad de obtener su cumplimiento
mediante el uso de medios de ejecución forzosa.

CAPÍTULO III
De la Nulidad, Anulabilidad y Revocación

Artículo 16. 1. La omisión o irregularidad de cualquiera de
los elementos de validez exigidos por el artículo 7 de este regla-
mento, producirá la nulidad del acto administrativo.

2. De igual manera, serán nulas las comunicaciones entre
servidores públicos que omitan los requisitos previstos en el
artículo 3.2 de este ordenamiento.

3. El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo,
será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá
subsanarse, sin perjuicio de que pueda emitirse un nuevo acto.

4. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.
En el caso de actos consumados, o bien de aquellos que, de
hecho o de derecho sean de imposible reparación, la declara-
ción de nulidad dará lugar a la responsabilidad del servidor
público que lo hubiera emitido u ordenado y a la responsabili-
dad patrimonial del municipio.

Artículo 17. 1. La omisión o irregularidad de los requisitos
de validez señalados en el artículo 8 de este reglamento, produ-
cirá la anulabilidad del acto administrativo.

2. El acto anulable se considerará válido, gozará de presun-
ción de legalidad y ejecutividad, y será subsanable por la auto-
ridad municipal competente en el momento que se percate de
este hecho, mediante el total cumplimiento de los requisitos
exigidos por el ordenamiento jurídico para la plena validez y
eficacia del acto.

3. El saneamiento del acto anulable, tendrá por efecto que
éste se considere como si siempre hubiere sido válido.

Artículo 18. 1. El superior jerárquico podrá, de oficio, reco-
nocer la anulabilidad o declarar la nulidad del acto en vía admi-
nistrativa, cuando éste no reúna los requisitos o elementos de
validez que señala este reglamento. También podrá revocarlo de
oficio, cuando sobrevengan cuestiones de oportunidad e inte-
rés público previstos en ley o reglamento.

2. Cuando se haya generado algún derecho o beneficio al
interesado, no se podrá anular de oficio el acto administrativo.
En este caso, la autoridad municipal, para demandar su nulidad,
tendrá que iniciar juicio de lesividad ante el Tribunal, salvo en
los casos en que las normas permitan a la autoridad municipal
revocar o anular oficiosamente dichos actos administrativos, o
cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o
violencia para obtener dicha resolución favorable.

Artículo 19. Cuando se trate de actos favorables al particu-
lar, la autoridad municipal podrá ejercitar su acción ante el Tri-
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bunal, dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que
haya sido notificado el acto administrativo o la resolución res-
pectiva. En caso de que dichos actos tengan efectos de tracto
sucesivo, la autoridad municipal podrá demandar su nulidad, en
cualquier momento, pero la sentencia que el Tribunal dicte, sólo
podrá retrotraer sus efectos hasta los cinco años anteriores a la
presentación de la demanda.

CAPÍTULO IV
De la Extinción

Artículo 20. El acto administrativo de carácter individual se
extingue en vía administrativa, sin necesidad de declaración
jurisdiccional, por cualquiera de los siguientes supuestos:

I. El cumplimiento de su objeto, motivo o fin;
II. La falta de realización de la condición o término suspensivo

dentro del plazo señalado para tal efecto;
III. La realización de la condición resolutoria;
IV. La renuncia del interesado, cuando los efectos jurídicos

del acto administrativo sean de interés exclusivo de éste, y no
se cause perjuicio al interés público;

V. La revocación o el rescate, según sea el caso, por cuestio-
nes supervenientes de oportunidad o interés público, en los
términos de las normas aplicables; o

VI. La conclusión de su vigencia.

TÍTULO CUARTO
DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 21. El procedimiento administrativo podrá iniciar-
se de oficio o a petición del interesado, y tenderá a asegurar el
cumplimiento de los fines de la administración pública munici-
pal, así como a garantizar los derechos e intereses legítimos de
los particulares, de conformidad con lo dispuesto en las normas
aplicables.

Artículo 22. 1. Los informes, manifestaciones, o declaracio-
nes rendidos por los interesados a la autoridad municipal se
presumirán ciertos, salvo prueba en contrario; sin embargo,
podrán ser objeto de control y verificación por parte de la auto-
ridad municipal.

2. Si los informes, manifestaciones o declaraciones propor-
cionados por el particular resultaren falsos, se aplicarán las san-
ciones administrativas  correspondientes, sin perjuicio de lo
dispuesto en el Código Penal del Estado. Estas mismas sancio-
nes se aplicarán a los titulares, representantes legales o delega-
dos de la autoridad municipal que rindan informes, manifesta-
ciones o declaraciones falsas.

Artículo 23. 1. Los interesados podrán participar en el pro-
cedimiento administrativo con el carácter de peticionario, afec-
tado o tercero perjudicado.

2. Es peticionario quien dirige a la autoridad municipal una
solicitud. Afectado es la persona perjudicada por un acto admi-
nistrativo en sus derechos e intereses legítimos. El tercero per-
judicado es aquél que tiene una pretensión contraria con la del
peticionario.

Artículo 24. 1. En el procedimiento administrativo no se
podrán exigir mayores formalidades y requisitos que los expre-
samente establecidos en este reglamento y en las normas
aplicables.

2. En el caso de revalidación de licencias, autorizaciones o
permisos, el trámite se podrá hacer mediante una solicitud por
escrito, que contendrá la manifestación del peticionario, bajo
protesta de decir verdad, en el sentido de que las condiciones
en que se le otorgó originalmente la licencia, autorización o
permiso de que se trate, no han variado, debiendo acompañar
una copia simple de dicho documento. Este trámite se podrá
realizar dentro de los quince días previos a la conclusión de su
vigencia, sin perjuicio del pago de derechos que la revalidación
origine y de las facultades de verificación de la autoridad muni-
cipal. El procedimiento de revalidación no será aplicable a las
concesiones.

Artículo 25.  1. A los interesados, cuando lo soliciten, se les
podrán expedir copias y certificaciones de los documentos que
obren en los expedientes, previo pago de los derechos que
correspondan.

2. Sólo podrá negarse la información o el acceso a los expe-
dientes, cuando: se involucren cuestiones relativas a la defensa
o seguridad nacionales; esté protegida dicha información por el
secreto industrial, comercial o por disposición legal; o porque el
solicitante no sea el interesado o su causahabiente, o no acredi-
te su interés legítimo en el procedimiento administrativo.

Artículo 26. Las actuaciones se verificarán en las oficinas
de la autoridad municipal. En el caso de que la naturaleza de la
diligencia así lo requiera, y sea necesario o conveniente para
agilizar el procedimiento, el desahogo de la diligencia podrá
trasladarse a otro sitio, previa constancia debidamente fundada
y motivada de esta circunstancia.

CAPÍTULO II
De las Formalidades

Artículo 27. 1. Las promociones y actuaciones deberán es-
cribirse en idioma español. Los documentos redactados en otro
idioma, se acompañarán de su correspondiente traducción; en
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caso de que no se exhiba ésta, la autoridad municipal la obten-
drá de manera oficiosa, a costa del interesado.

2. Para el caso de las promociones y documentos que los
integrantes de los pueblos indígenas asentados en el Estado de
Veracruz de Ignacio de la Llave dirijan a la autoridad municipal,
se estará a lo que disponga la ley de la materia.

Artículo 28. Las promociones y actuaciones se harán en
forma escrita. Cuando una diligencia se practique de manera
oral, su desarrollo deberá documentarse inmediatamente; al efec-
to, podrán utilizarse formas impresas que estén legalmente au-
torizadas, así como los elementos incorporables a un sistema de
compilación y reproducción mecánico o electrónico, que garan-
tice su conservación y recuperación completa y fidedigna.

Artículo 29. En las actuaciones, se escribirán con letra las
fechas y cantidades. No se emplearán abreviaturas, ni se en-
mendarán las frases equivocadas, sobre las que sólo se pondrá
una línea delgada que permita la lectura, salvándose al final con
toda precisión el error cometido, antes de que se firmen.

Artículo 30. 1. Toda promoción deberá contener la firma
autógrafa de quien la formule, requisito sin el que no se le dará
curso. Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, estam-
pará su huella digital.

2. En caso de duda sobre la autenticidad de la firma, la auto-
ridad municipal podrá llamar al interesado, dándole un plazo de
tres días, para que en su presencia ratifique la firma y el conteni-
do del ocurso. Si el interesado negare la firma o el contenido del
escrito, se rehusare a contestar o no compareciere, se tendrá
por no presentada la promoción.

Artículo 31. Las partes podrán consultar los expedientes en
que se cursa el procedimiento administrativo, y obtener, previo
pago de los derechos correspondientes, copia certificada de los
documentos y actuaciones que los integren.

Artículo 32. Cuando se destruyan o extravíen los expedien-
tes o alguna de sus piezas, la autoridad municipal ordenará su
reposición de oficio o a petición de parte.

CAPÍTULO III
De la Legitimación de los Interesados

Artículo 33. 1. No procederá la gestión de negocios ante la
autoridad municipal. Quien promueva a nombre de otro, deberá
acreditar que la representación le fue otorgada a más tardar, en
la fecha de la presentación del escrito inicial.

2. La representación de los interesados se otorgará en escri-
tura pública o carta poder firmada ante dos testigos y ratifica-

das las firmas ante notario público, sin perjuicio de lo que dis-
ponga la legislación en materia de profesiones.

Artículo 34. Los interesados podrán autorizar para oír noti-
ficaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad
legal, quien quedará facultada para ofrecer y rendir pruebas,
presentar alegatos, interponer recursos, comparecer a las au-
diencias, recibir documentos y formular otras promociones en
el procedimiento administrativo, pero no podrá desistirse del
procedimiento ni delegar sus facultades en terceros.

Artículo 35. Los menores de edad, los sujetos a interdic-
ción, las sucesiones, los concursos mercantiles y las personas
morales, actuarán por conducto de sus representantes, en tér-
minos de la legislación aplicable.

Artículo 36. Cuando una solicitud o promoción se formule
por dos o más personas, deberán designar un representante
común de entre ellas. Si no se hace el nombramiento, la autori-
dad municipal tendrá como representante común a la persona
mencionada en primer término. Los interesados podrán revocar,
en cualquier momento, la designación del representante común,
nombrando a otro, lo que se hará saber por escrito a la autoridad
municipal.

CAPÍTULO IV
De las Actuaciones

Artículo 37. 1. Las actuaciones se efectuarán en días y ho-
ras hábiles. Las promociones se deberán radicar en los mismos
términos.

2. Serán días hábiles todos los del año, excepto los sábados,
domingos y aquéllos que las normas declaren inhábiles. La per-
manencia de personal de guardia no habilitará los días.

3. Serán horas hábiles las comprendidas entre las nueve y
las dieciocho horas.

Artículo 38. 1. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo
44.2 de este reglamento, la autoridad municipal podrá habilitar
los días y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo
exija. En el acuerdo que al efecto se expida, se expresará la causa
de la habilitación y las diligencias que habrán de practicarse, el
que se notificará personalmente a los interesados. Si una dili-
gencia se inició en día y hora hábiles, puede continuarse hasta
su fin sin interrupción y sin necesidad de habilitación expresa.

2. Queda prohibida la habilitación que produzca o pueda
producir el efecto de que se otorgue un nuevo plazo o se amplíe
éste para interponer medios de impugnación.

Artículo 39. Cuando por cualquier circunstancia no se lleve
a cabo una actuación o diligencia en el día y hora señalados, la
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autoridad municipal hará constar la razón por la que no se
practicó.

Artículo 40. La autoridad municipal podrá ordenar, de oficio
o a petición de parte, subsanar las irregularidades u omisiones
que observen en la substanciación del procedimiento adminis-
trativo para el sólo efecto de su regularización, sin que ello
implique que puedan revocar sus propias resoluciones.

Artículo 41. En el procedimiento administrativo no se pro-
ducirá la caducidad por falta de impulso.

CAPÍTULO V
De los Términos y Notificaciones

Artículo 42. Las notificaciones se practicarán, a más tardar,
el día hábil siguiente al que se dicte el acto administrativo o la
resolución, y se harán:

I. Personalmente a los interesados cuando se trate de empla-
zamientos, citaciones, requerimientos, reposiciones de autos,
regularización del procedimiento y demás resoluciones o actos
administrativos que puedan ser impugnados. En estos casos,
también podrán efectuarse por correo registrado con acuse de
recibo;

II. Por edicto que se publique por una sola vez en la tabla de
avisos del palacio municipal, o en uno de los periódicos de
mayor circulación local, cuando la persona a quien deba
notificarse hubiese desaparecido, se ignore su domicilio o que
éste o el de su representante no se encuentren en territorio
estatal, así como en aquellos casos en que la persona hubiere
fallecido y no se conozca al representante de la sucesión;

III. Por estrados ubicados en las oficinas de la dependencia
centralizada o entidad paramunicipal, cuando así lo señale la
parte interesada, así como cuando la persona a quien deba
notificarse se oponga u obstaculice la iniciación o desarrollo de
cualquier diligencia que practique la autoridad municipal en el
ejercicio de sus atribuciones; al efecto, se fijará en los estrados
durante cinco días consecutivos el documento que se notifica.
En estos casos, se tendrá por practicada la notificación el día en
que se hubiere fijado por última vez el documento; y

III. En las oficinas de la administración pública municipal, si
se presentan los interesados a quienes deba notificarse, inclu-
yendo las que deban practicarse personalmente.

Artículo 43. 1. Las notificaciones personales se harán en el
domicilio que para tal efecto se haya señalado. Cuando el pro-
cedimiento administrativo se inicie de oficio, las notificaciones
se practicarán en el domicilio registrado ante la autoridad
municipal.

2. Las notificaciones se entenderán con la persona que deba
ser notificada o su representante legal; a falta de ellos, el
notificador dejará citatorio con cualquier persona que se en-

cuentre en el domicilio para que se le espere a una hora fija del
día hábil siguiente; de negarse a firmarlo y recibirlo la persona
con quien se desarrolla la diligencia, el notificador lo hará cons-
tar en el mismo citatorio, y procederá a fijarlo en la puerta o lugar
visible del propio domicilio. Si quién haya de notificarse no
atendiere el citatorio, la notificación se hará por conducto de
cualquier persona que se encuentre en el domicilio en que se
realice la diligencia y, de negarse a recibirla, se realizará por
instructivo que se fijará en la puerta de ese domicilio. En los
casos en que el domicilio se encontrare cerrado, la citación
o notificación se entenderá con el vecino más cercano, debién-
dose fijar una copia adicional en la puerta o lugar visible del
domicilio.

3. En el momento de la notificación se entregará al notificado
o a la persona con quien se entienda la diligencia, copia simple
del documento a que se refiere la notificación.

4. El notificador asentará razón de todas y cada una de las
circunstancias observadas en la diligencia de notificación.

Artículo 44. 1. Las notificaciones deberán practicarse en
días y horas hábiles, con una anticipación de cuarenta y ocho
horas, por lo menos, al momento en que deba efectuarse la ac-
tuación o diligencia a que se refieren.

2. Tratándose del procedimiento de verificación e inspec-
ción las notificaciones podrán practicarse en días y horas inhá-
biles, previa habilitación que al inicio acuerde la autoridad mu-
nicipal. En estos casos, los notificadores, verificadores e ins-
pectores estarán facultados de inmediato para llevar a cabo las
diligencias contenidas en las órdenes de visita.

Artículo 45. Las notificaciones surtirán sus efectos el día
hábil siguiente al que se practiquen o, en su caso, el día hábil
siguiente al que el interesado o su representante legal se hagan
sabedores de la notificación omitida o irregular, salvo lo dis-
puesto en el párrafo 2 del artículo anterior.

Artículo 46. Cuando la norma aplicable no señale plazo para
la práctica de alguna actuación o para el ejercicio de un derecho,
se tendrá el de tres días.

Artículo 47. Transcurridos los plazos fijados a los particu-
lares para ejercer un derecho dentro del procedimiento adminis-
trativo sin que se haya hecho valer, se tendrá por precluído, sin
necesidad de declaración expresa.

Artículo 48. El cómputo de los plazos se sujetará a las si-
guientes reglas:

I. Comenzarán a correr desde el día hábil siguiente al que
surta efectos la notificación, y se incluirán en ellos el día del
vencimiento;
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II. En los plazos fijados en días por este reglamento, la auto-
ridad municipal sólo computará los días hábiles;

III. En los plazos señalados en años o meses y en los que se
fije una fecha determinada para su extinción, se entenderán com-
prendidos los días inhábiles; y

IV. Los plazos señalados en horas y los relativos al cumpli-
miento del acuerdo de suspensión del acto impugnado, se con-
tarán de momento a momento.

Artículo 49. Cuando se alegue que un acto o resolución
definitivos no fue notificado o que lo fue ilegalmente, se estará
a lo siguiente:

I. Si el particular interesado afirma conocer el acto o resolu-
ción definitivos, la impugnación contra la notificación se hará
valer mediante la interposición del recurso administrativo o jui-
cio contencioso que proceda contra dicho acto o resolución, en
el que manifestará la fecha en que lo conoció. En caso de que
también impugne el acto o resolución, los agravios se expresa-
rán en el citado recurso o juicio contencioso, conjuntamente
con los que se formulen contra la notificación;

II. Si el interesado niega conocer el acto o resolución, lo
manifestará al interponer el recurso administrativo ante la auto-
ridad municipal, o el juicio contencioso ante el Tribunal, según
sea el caso:

a) Tratándose del recurso administrativo, la autoridad muni-
cipal dará a conocer al interesado el acto junto con la notifica-
ción que del mismo se hubiere practicado, para lo cual éste
señalará en el escrito de interposición del recurso, el domicilio
en que se le debe dar a conocer y el nombre de la persona
facultada al efecto. Si no hace alguno de los señalamientos men-
cionados, la autoridad municipal le dará a conocer el acto o
resolución por estrados;

b) En el caso del juicio contencioso, se estará a lo que dispo-
ne el Código de la materia; y

c) En ambos supuestos, el interesado tendrá un plazo de
diez días a partir del siguiente al que la autoridad municipal,
según el caso, se lo haya dado a conocer, para ampliar el recurso
administrativo o la demanda, impugnando el acto y su notifica-
ción o sólo la notificación;

I. La autoridad municipal estudiará los agravios expresados
contra la notificación, previamente al examen de la impugnación
que, en su caso, se haya hecho del acto administrativo;

II. Si se resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal,
se tendrá al recurrente o demandante como sabedor del acto o
resolución desde la fecha en que manifestó conocerlo, o en que
se le dio a conocer en los términos de la fracción II de este
artículo, quedando sin efectos todo lo actuado con base en
aquélla y se procederá, en su caso, al estudio de la impugnación
que se hubiese formulado contra dicho acto; y

III. Si se resuelve que la notificación fue legalmente practi-
cada, y como consecuencia de ello la impugnación contra el
acto o resolución se interpuso extemporáneamente, se desechará
el recurso de revocación.

CAPÍTULO VI
De los Impedimentos, Excusas y Recusaciones

Artículo 50. Los instructores de expedientes en el procedi-
miento administrativo deberán manifestar que están impedidos
para conocer de los asuntos de su competencia, en los casos
siguientes:

I. Si tienen un interés directo o indirecto en el asunto de que
se trate o en otro semejante, cuya resolución pudiere influir en
la de aquél;

II. Si tienen interés directo o indirecto en el asunto de que se
trate: su cónyuge, sus parientes consanguíneos en línea recta
sin limitación de grados, colaterales dentro del cuarto grado o
los afines dentro del segundo;

III. Cuando ellos, su cónyuge o alguno de sus hijos sea
heredero, legatario, donante, donatario, socio, acreedor, deu-
dor, fiador, fiado, arrendador, arrendatario, principal, dependiente
o comensal habitual de alguna de los interesados, o administra-
dor actual de sus bienes;

IV. Si son administradores o accionistas de la persona moral
interesada en el expediente;

V. Cuando ellos, su cónyuge o alguno de sus parientes con-
sanguíneos en la línea recta, sin limitación de grados, de los
colaterales dentro del segundo, o de los afines en el primero,
sigan contra alguno de los interesados, o no haya pasado un
año de haber seguido un juicio civil o una causa criminal como
acusadores, querellantes o denunciantes, o se hayan constitui-
do parte civil en causa criminal seguida contra cualquiera de
ellas;

VI. Cuando alguno de los interesados o sus representantes
o abogados, es o ha sido denunciante, querellante o acusador
del servidor público de que se trate, de su cónyuge o de alguno
de sus expresados parientes, o se ha constituido parte civil en
causa criminal seguida contra cualquiera de ellos;

VII. Si tuvieran parentesco de consanguinidad dentro del
cuarto grado o de afinidad dentro del segundo con cualquiera
de los interesados, con los administradores o accionistas de las
personas morales interesadas o con los asesores, representan-
tes, abogados o personas autorizadas que intervengan en el
procedimiento;

VIII. Si tienen amistad estrecha o enemistad manifiesta con
alguna de las personas mencionadas en la fracción anterior,

IX. Si intervienen como peritos o como testigos;
X. Si tienen alguna relación de cualquier naturaleza con las

personas físicas o morales interesadas directamente en el asunto;
XI. Si son tutores o curadores de alguno de los interesados,

o no han transcurrido tres años de haber ejercido dicho encar-
go; o

XII. Por cualquier otra causa prevista en los ordenamientos
jurídicos aplicables.

Artículo 51. El instructor que se encuentre en alguno de los
supuestos que señala el artículo anterior, se excusará del asun-
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to sin demora y lo comunicará a su superior jerárquico, quien
resolverá lo conducente dentro de los tres días siguientes.

Artículo 52. 1. En el caso de que se declare improcedente la
excusa planteada, el superior jerárquico devolverá el expediente
para que el instructor continúe conociendo del mismo.

2. Tratándose de excusas procedentes, la resolución que se
dicte deberá contener el nombre del instructor que deberá co-
nocer del asunto, quien habrá de tener la misma jerarquía del
impedido.

3. Si no existiere instructor de igual jerarquía al impedido, el
superior jerárquico conocerá directamente del asunto.

Artículo 53. Cuando el superior jerárquico tenga conoci-
miento que sus subalternos se encuentran en alguno de los
supuestos que establece el artículo 50 de este reglamento, orde-
nará que se abstenga de intervenir en el negocio.

Artículo 54. 1. Cuando el servidor público no se abstenga
de intervenir en un asunto, a pesar de encontrarse en alguno de
los supuestos que establece el artículo 50 de este reglamento, y
sin perjuicio de la responsabilidad en que haya incurrido, el
interesado podrá promover la recusación en cualquier momento
de la instrucción del procedimiento administrativo, siempre que
no se haya emitido la resolución que en derecho corresponda.

2. El particular interesado tendrá la posibilidad de alegar la
recusación al interponer el recurso de revocación en contra de
la resolución que ponga fin al procedimiento.

Artículo 55. 1. La recusación deberá plantearse por escrito
ante el superior jerárquico del servidor público que se recusa.
En este escrito se expresará la causa o causas en que se funde el
impedimento, debiéndose ofrecer en el mismo los medios pro-
batorios pertinentes.

2. Al día siguiente de la presentación del ocurso en los térmi-
nos del párrafo anterior, el servidor público que se recusa será
emplazado para que en el plazo de dos días haga las manifesta-
ciones que estime pertinentes. Transcurrido este plazo, haya o
no producido el servidor público su informe, el superior jerár-
quico señalará la fecha de la audiencia para desahogar pruebas,
recibir alegatos y pronunciar la resolución, la que deberá emitir-
se en un plazo no mayor de cinco días.

Artículo 56. En el caso de que la recusación sea procedente
y fundada, la resolución respectiva señalará el servidor público
que deba sustituir al recusado en el conocimiento y substancia-
ción del procedimiento administrativo.

Artículo 57. Si se declara improcedente o infundada la cau-
sa de recusación que se hubiere alegado, el recusante no podrá

volver a hacer valer alguna otra causa de recusación en ese
procedimiento, a menos que sea superveniente o que en su
defecto haya cambio de servidor público, en cuyo caso podrá
hacer valer la causal de impedimento respecto a éste.

Artículo 58. La intervención del servidor público que se
encuentre en alguno de los supuestos del artículo 50 de este
reglamento, no implicará la invalidez de los actos administrati-
vos en que haya intervenido, cuando éstos sean favorables al
particular, pero en todo caso dará lugar a la responsabilidad
administrativa, en términos del presente reglamento o de las
normas aplicables.

Artículo 59. En los casos en que se esté conociendo de
algún impedimento, el procedimiento en el que se haya presen-
tado la excusa o recusación se suspenderá hasta en tanto se
resuelve sobre ellas.

Artículo 60. Contra las resoluciones pronunciadas en mate-
ria de impedimentos, excusas y recusaciones no procederá re-
curso alguno.

CAPÍTULO VII
De los medios de prueba

Sección Primera
De las Reglas Generales

Artículo 61. En el procedimiento administrativo y en el re-
curso de revocación se admitirán toda clase de pruebas, excep-
to la confesional de la autoridad municipal mediante absolución
de posiciones, las que no tengan relación con el asunto, las que
resulten inútiles para la decisión del caso, así como las que sean
contrarias a la moral o al derecho.

Artículo 62. La autoridad municipal podrá ordenar, en todo
tiempo, sea cual fuere la naturaleza del caso, la práctica, repeti-
ción o ampliación de cualquier diligencia probatoria; o bien,
acordar la exhibición o desahogo de pruebas, siempre que se
estime necesario para el conocimiento de la verdad sobre el
asunto. El acuerdo relativo se notificará a los interesados, a fin
de que puedan intervenir, si así conviene a sus intereses.

Artículo 63. Los actos administrativos se presumen lega-
les; sin embargo, la autoridad municipal deberá probar los he-
chos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y
llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de
otro hecho.

Artículo 64. 1. Sólo los hechos están sujetos a prueba;
el derecho lo estará únicamente cuando se funde en leyes
extranjeras.
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2. Los hechos notorios no necesitan ser probados y la auto-
ridad municipal debe invocarlos, aunque no hayan sido alega-
dos por los interesados.

Artículo 65. 1. Los servidores públicos y los terceros están
obligados en todo tiempo a prestar auxilio a la autoridad munici-
pal en la averiguación de la verdad; en consecuencia, deben,
sin demora, exhibir documentos y cosas que tengan en su po-
der, cuando para ello fueren requeridos. La autoridad municipal
tiene la atribución y el deber de compelerlos por los medios de
apremio que juzgue apropiados para que cumplan con esta obli-
gación; en caso de oposición, oirán las razones en que la moti-
ven y resolverán lo conducente sin ulterior recurso.

2. De la mencionada obligación están exentos los ascen-
dientes, descendientes, cónyuge, amasio, concubino y perso-
nas que deban guardar secreto profesional, en los casos en que
se trate de probar contra la parte con quien estén relacionados.

Artículo 66. 1. Son medios de prueba:

I. La confesional;
II. Los documentos públicos o privados;
III. La testimonial;
IV. El reconocimiento o inspección;
V. La pericial;
VI. La presuncional;
VII. Las fotografías y demás elementos aportados por la

ciencia; y
VIII. Los demás medios que produzcan convicción.

2. Las actuaciones harán prueba plena y deberán ser toma-
das en cuenta por la autoridad municipal al momento de resol-
ver, sin necesidad de ser ofrecidas como tales.

Sección Segunda
De la Confesional

Artículo 67. La confesión puede ser expresa o tácita: expre-
sa, la que se hace al formular o contestar un escrito, absolvien-
do posiciones o en cualquier otro acto del procedimiento admi-
nistrativo; tácita, la que se presume en los casos señalados por
la ley. La confesión sólo produce efectos en lo que perjudica al
que la hace.

Artículo 68. No se admitirá la confesional de la autoridad
municipal mediante absolución de posiciones. No queda com-
prendida en esta excepción, la petición de informes a la autori-
dad municipal, respecto de hechos que consten en sus expe-
dientes, archivos o registros.

Artículo 69. Al ofrecerse la prueba confesional, se presen-
tará el pliego que contenga las posiciones en sobre cerrado, el
que deberá guardarse y permanecer así hasta la fecha en que
hayan de absolverse las posiciones.

Artículo 70. 1. El interesado que haya de absolver posicio-
nes será citado personalmente, a más tardar cuarenta y ocho
horas antes de la fecha señalada para la diligencia, bajo el aper-
cibimiento de que, si dejare de comparecer sin causa justificada,
será tenido por confeso de las posiciones que se califiquen
como legales. El interesado estará obligado a absolver perso-
nalmente las posiciones cuando así lo exija el que las articula o
cuando el apoderado ignore los hechos.

2. Pueden articularse posiciones al mandatario, siempre que
tenga poder bastante para absolverlas o se refieran a hechos
ejecutados por él en el ejercicio del mandato.

Artículo 71. Si el citado para absolver posiciones compare-
ce, la autoridad municipal abrirá el pliego y procederá a realizar
la calificación de las posiciones.

Artículo 72. 1. Las posiciones serán desechadas cuando no
cumplan con los requisitos siguientes:

I. Deberán articularse en términos precisos;
II. Deberán referirse a hechos propios del absolvente que

sean objeto del procedimiento; y
III. No deberán ser insidiosas ni contendrán más que un

solo hecho cada una.

2. Un hecho complejo podrá comprenderse en una sola po-
sición, cuando por la íntima relación que exista entre los hechos
que lo componen no pueda afirmarse o negarse uno sin afirmar
o negar el otro. Se tendrán por insidiosas las preguntas que se
dirijan a ofuscar al que ha de responder, con el objeto de obte-
ner una confesión contraria a la verdad.

Artículo 73. Si fueren varios los que han de absolver posi-
ciones al tenor de un mismo interrogatorio, las diligencias se
practicarán separadamente y en un mismo día, siempre que sea
posible, evitando que los que absuelvan primero se comuni-
quen con los que han de absolver después.

Artículo 74. En ningún caso se permitirá que la persona que
ha de absolver posiciones esté asistida por su abogado o apo-
derado, ni se le dará traslado de las posiciones, ni término para
que se aconseje; concediéndosele únicamente el uso de la voz
al final del desahogo de la prueba para manifestarse respecto de
las posiciones que a su juicio hayan sido indebidamente califi-
cadas. Si el absolvente no habla español, podrá ser asistido por
un intérprete y, en este caso, la autoridad municipal lo nombra-
rá.

Artículo 75. 1. La autoridad municipal, previa toma de pro-
testa de decir verdad al absolvente, procederá al interrogatorio.
El interrogatorio será aclarado y explicado al absolvente al
formulársele cada pregunta, a fin de que conteste a cada una de
ellas con pleno conocimiento de causa.
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2. Las respuestas serán en sentido afirmativo o negativo,
pudiendo quienes las hagan agregar las explicaciones que con-
sideren necesarias y, en todo caso, darán las que la autoridad
municipal les pidan.

Artículo 76. Terminado el interrogatorio, la parte que lo for-
muló podrá articular oral y directamente, en el mismo acto y
previo permiso de la autoridad municipal, nuevas posiciones al
absolvente, previa calificación de las mismas.

Artículo 77. Si la parte absolvente se niega a contestar,
contestare con evasivas o dijere ignorar los hechos propios, la
autoridad municipal la apercibirá de tenerla por confesa, si in-
siste en su actitud.

Artículo 78. La autoridad municipal podrá, en el acto de la
diligencia, interrogar al absolvente sobre los hechos y circuns-
tancias que sean conducentes a la averiguación de la verdad.

Artículo 79. Las respuestas a las posiciones serán asenta-
das literalmente en el acta respectiva a medida que se vayan
produciendo, y serán firmadas al margen de las fojas en que se
contengan. De igual forma, los absolventes firmarán los pliegos
de posiciones. Si no supieren firmar pondrán su huella digital y
si no quisieran hacer lo uno ni lo otro, firmará sólo el personal
actuante de la autoridad municipal y se hará constar esta cir-
cunstancia. Firmada el acta y los pliegos de posiciones, no po-
drá variarse su contenido.

Artículo 80. En caso de que la persona que deba absolver
posiciones no pueda ocurrir a la diligencia por causa justifica-
da, calificada por la autoridad municipal, se señalará nueva fe-
cha para el desahogo de la prueba y, de subsistir el impedimen-
to, el personal actuante se trasladará al lugar donde la persona
se encuentre para el desahogo de la diligencia.

Artículo 81. 1. La persona legalmente citada a absolver po-
siciones será declarada confesa de las que sean calificadas como
legales cuando:

I. Sin justa causa no comparezca;
II. Insista en negarse a declarar; o
III. Al declarar, insista en no responder afirmativa o negati-

vamente o en manifestar que ignora los hechos.

2. Cuando el citado para absolver posiciones no comparez-
ca, el personal actuante abrirá el pliego y calificará las posicio-
nes antes de hacer la declaración de tener por confeso al
absolvente. En los demás casos, al terminar la diligencia se hará
la declaración. No podrá ser declarado confeso el llamado a
absolver posiciones si previamente no hubiere sido apercibido
legalmente.

Sección Tercera
De los Documentos Públicos y Privados

Artículo 82. 1. Son documentos públicos aquellos cuya for-
mulación está encomendada por ley a las personas dotadas de
fe pública y los expedidos por servidores públicos en el ejerci-
cio de sus facultades.

2. La calidad de públicos se demuestra por la existencia re-
gular sobre los documentos, de sellos, firmas u otros signos
exteriores que, en su caso, prevengan las normas, salvo prueba
en contrario.

Artículo 83. 1. Los documentos públicos harán fe, sin nece-
sidad de legalización.

2. Para que hagan fe los documentos procedentes del ex-
tranjero, deberán presentarse debidamente legalizados por la
autoridad diplomática o consular, o ajustarse a los tratados que
la federación haya celebrado en esta materia.

Artículo 84. Los documentos públicos se tendrán por legí-
timos y eficaces, salvo que se impugnare expresamente su au-
tenticidad o exactitud por la parte a quien perjudiquen. En este
caso, se ordenará el cotejo y se diligenciará la inspección de los
documentos públicos con los protocolos y archivos en el local
donde se halle la matriz, en presencia de los interesados, si
concurrieren, a cuyo fin se señalará previamente el día y la hora,
salvo cuando se hiciere en el acto de la audiencia de pruebas.

Artículo 85. Son documentos privados los que no reúnen
las condiciones previstas para los documentos públicos.

Artículo 86. 1. Los documentos que se ofrezcan como prue-
ba deberán acompañarse al escrito inicial, así como al de inter-
posición del recurso de revocación.

2. La presentación de documentos públicos podrá hacerse
en copia simple si el interesado manifestare que carece del origi-
nal o copia certificada, pero no producirá ningún efecto si en la
fase de instrucción del procedimiento administrativo o del re-
curso de revocación no se exhibiere el documento en original o
copia certificada.

Artículo 87. Cuando las pruebas documentales no obren en
poder del oferente, o cuando no hubiere podido obtenerlas a
pesar de tratarse de documentos que legalmente se encuentren
a su disposición, deberá señalar el archivo o lugar de su ubica-
ción, para que a su costa se mande expedir copia certificada de
ellos, o se requiera su remisión cuando ésta sea legalmente po-
sible. Para este efecto, deberá indicar con toda precisión los
documentos y tratándose de los que pueda tener a su disposi-
ción, bastará con que acompañe copia de la solicitud debida-
mente presentada por lo menos cinco días antes de la radica-
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ción del escrito en que las ofrezca. Se entiende que el interesado
tiene a su disposición los documentos, cuando legalmente pue-
da obtener copia autorizada de los originales o de las constan-
cias. En ningún caso se requerirá el envío de un expediente
administrativo.

Artículo 88. 1. A fin de que los interesados puedan rendir
sus pruebas, los servidores públicos municipales tienen obliga-
ción de expedir con toda oportunidad las copias de los docu-
mentos que les soliciten; si no se cumpliera con esta obligación,
la parte interesada solicitará a la autoridad municipal que re-
quiera a los omisos.

2. Cuando sin justa causa los servidores públicos requeri-
dos no expidan las copias de los documentos ofrecidos para
probar los hechos que les imputan, y siempre que los documen-
tos solicitados hubieran sido identificados con toda precisión,
tanto en sus características como en su contenido, se presumi-
rán ciertos los hechos que se pretendan probar con esos docu-
mentos.

3. En los casos en que los servidores públicos municipales
requeridos no sean parte, la autoridad municipal podrán hacer
valer como medida de apremio la imposición de una multa de
cincuenta a cien días de salario mínimo a los servidores públi-
cos municipales omisos, sin perjuicio de las demás sanciones
que procedan por las responsabilidades en que incurran.

Artículo 89. Presentado el escrito inicial, no se admitirán
otras pruebas documentales, excepto las que se hallen en algu-
no de los casos siguientes:

I. Que sean de fecha posterior a dicho escrito;
II. Las de fecha anterior respecto de las cuales, bajo protesta

de decir verdad, la parte que las presente asevere no III. haber
tenido conocimiento de su existencia, salvo prueba en contrario
de parte interesada, en su caso; o

IV. Las que no haya sido posible obtener con anterioridad,
por causas que no sean imputables a la parte interesada, siem-
pre que se haya hecho oportunamente el señalamiento del ar-
chivo o lugar en que se encuentren los originales.

Artículo 90. Los documentos que no se presenten en idio-
ma español, deberán acompañarse de su traducción.

Artículo 91. 1. Podrá pedirse el cotejo de firmas y letras,
siempre que se niegue o ponga en duda la autenticidad de un
documento privado, o bien de un documento público que carez-
ca de matriz.

2. La persona que solicite el cotejo designará el documento
o documentos indubitados con que deba hacerse, o pedirá a la
autoridad municipal que llame al interesado para que en su pre-
sencia ponga la firma o letras que servirán para el cotejo.

Artículo 92. Se considerarán indubitados para el cotejo:

I. Los documentos que los interesados reconozcan como
tales, de común acuerdo;

II. Los documentos privados cuya letra o firma hayan sido
reconocidas en el procedimiento administrativo o en el recurso
de revocación por aquél a quien se atribuya la dudosa;

III. El escrito impugnado en la parte en que reconozca la letra
como suya aquél a quien perjudique;

IV. Las firmas puestas en actuaciones, en presencia de la
autoridad municipal, por la parte cuya firma o letra se trata de
comprobar; o

V. En general, las firmas estampadas ante fedatarios
públicos.

Artículo 93. Los interesados sólo podrán objetar los docu-
mentos dentro de los cinco días siguientes al que surta sus
efectos la notificación del acuerdo que los haya admitido como
pruebas.

Sección Cuarta
De la Testimonial

Artículo 94. Quienes tengan conocimiento de los hechos
que los interesados deban probar, están obligados a declarar
como testigos. En tal caso, nunca serán más de tres por cada
hecho que exija distinto interrogatorio.

Artículo 95. 1. La parte que ofrezca la prueba testimonial
deberá indicar el nombre y domicilio de los testigos y tendrá la
obligación de presentarlos.

2. La prueba testimonial será declarada desierta cuando el
oferente no presente a declarar a sus testigos, imponiéndose
las multas con que hubieren sido apercibidos como medida de
apremio.

3. La falta de cumplimiento de alguno de los requisitos para
el ofrecimiento de la prueba testimonial, dará lugar a su
desechamiento.

4. La parte oferente deberá ofrecer previamente, en sobre
cerrado, el interrogatorio.

Artículo 96. Los servidores públicos no están obligados a
declarar como testigos. Sólo cuando la autoridad municipal lo
estime indispensable para la investigación de la verdad, se les
solicitará que rindan su testimonio por oficio, conforme al inte-
rrogatorio escrito que para tal efecto presente el oferente de la
prueba.

Artículo 97. 1. La autoridad municipal señalará día y hora
para la recepción de la prueba testimonial. Para el examen de los
testigos se presentarán, al ofrecerse la prueba, interrogatorios
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escritos. Las preguntas deberán tener relación directa con los
puntos controvertidos, no serán contrarias al derecho o a la
moral y deberán estar concebidas en términos claros y precisos,
sin que pueda ir implícita la respuesta en ellas ni se comprenda
en una sola más de un hecho.

2. La protesta y examen de los testigos se hará en presencia
de los interesados que concurran. Al final del examen de cada
testigo, los interesados podrán, por una sola vez y en forma
oral, formularle repreguntas, previa autorización de la autoridad
municipal.

Artículo 98. Cuando al testigo resida en lugar distinto al de
la autoridad municipal, el promovente deberá, al ofrecer la prue-
ba, presentar sus interrogatorios por escrito. En este caso, se
librará exhorto u oficio, en el que se incluirán, en pliego cerrado,
las preguntas.

Artículo 99. Serán desechadas las preguntas y repreguntas,
cuando:

I. No cumplan con los requisitos previstos en el artículo 97.1
de este reglamento:

II. Se refieran a hechos o circunstancias que ya constan en
el expediente;

III. Sean contradictorias con una pregunta anterior; o
IV. Se refieran a opiniones o creencias de los testigos.

Artículo 100. Después de tomarse al testigo la protesta de
conducirse con verdad y de advertirle de las penas en que incu-
rren los testigos falsos, se hará constar su nombre y apellidos,
edad, estado civil, domicilio, ocupación, si es pariente consan-
guíneo o afín de alguno de los interesados y en qué grado, si es
dependiente o empleado del que lo ofrece, o tiene con él socie-
dad o alguna relación de intereses, si tiene interés directo o
indirecto en el asunto o en otro semejante y si es amigo íntimo o
enemigo de alguna de los interesados. A continuación se proce-
derá al examen, previa calificación de las preguntas.

Artículo 101. Los testigos serán examinados separada y
sucesivamente, sin que unos puedan presenciar las declaracio-
nes de los otros. A este efecto, se fijará un sólo día para que se
presenten los testigos que deban declarar conforme a un mismo
interrogatorio, y se designará el lugar en que deban permanecer
hasta el final de la diligencia.

Artículo 102. La autoridad municipal tendrá la más amplia
competencia para hacer a los testigos las preguntas que estime
conducentes a la investigación de la verdad, así como para cer-
ciorarse de la idoneidad de los mismos, asentándose todo en el
acta.

Artículo 103. Si el testigo no habla español, rendirá su de-
claración por medio de intérprete, quien será nombrado de ofi-

cio por la autoridad municipal. Cuando el testigo lo pidiere, ade-
más de asentarse su declaración en español, podrá escribirse en
su propio idioma por él o por el intérprete.

Artículo 104. Antes de rendir su declaración, el testigo de-
berá firmar al margen el interrogatorio. Cada respuesta se hará
constar en el acta respectiva.

Artículo 105. Los testigos están obligados a dar la razón de
su dicho y la autoridad municipal deberá exigirla, explicando
previamente en qué consiste.

Artículo 106. El testigo firmará su declaración al margen de
las hojas en que se contenga, después de habérsele leído o de
que la lea por sí mismo y la ratifique; si no puede o no sabe leer,
la declaración le será leída por el personal actuante; y, si no
puede o no sabe firmar, imprimirá su huella digital. La declara-
ción, una vez firmada, no podrá variarse.

Artículo 107. 1. En el acto del examen de un testigo, los
interesados podrán atacar el dicho de aquél por cualquier cir-
cunstancia que, en su concepto, afecte su credibilidad, ofre-
ciendo en ese momento las pruebas que estimen conducentes.
Una vez impugnado el dicho de un testigo, se dará el uso de la
palabra al oferente, quien en ese acto podrá ofrecer las pruebas
que al respecto considere pertinentes, las que se desahogarán
dentro de los tres días siguientes.

2. Al valorar la prueba testimonial, la autoridad municipal
apreciará las impugnaciones y justificaciones que se hayan plan-
teado.

Artículo 108. Si algún testigo no puede concurrir a la dili-
gencia, por causa justificada calificada por la autoridad munici-
pal, se señalará nueva fecha para el desahogo de la prueba y de
subsistir el impedimento, se declarará desierta.

Sección Quinta
Del la Inspección

Artículo 109. 1. La inspección podrá practicarse a petición
de parte, o de oficio, con citación previa y expresa, para aclarar
o fijar hechos relativos al asunto que no requieran conocimien-
tos técnicos especiales, señalando para tal efecto día, hora y
lugar en que deba practicarse. Cuando la prueba se ofrezca por
alguno de los interesados se indicará con precisión el objeto de
la misma, el lugar donde deba practicarse y la relación con los
hechos que se quieran probar.

2. Los interesados, sus abogados, representantes o apode-
rados, podrán concurrir a la inspección y hacer las observacio-
nes que estimen oportunas.

3. De la diligencia se levantará acta circunstanciada que fir-
marán quienes en ella intervengan.
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4. A criterio de la autoridad municipal, o a petición de parte,
se levantarán planos u obtendrán imágenes del lugar o bienes
inspeccionados, que se agregarán al acta.

Sección Sexta
De la Pericial

Artículo 110. 1. La prueba pericial procede cuando sean
necesarios conocimientos especiales en alguna ciencia, técni-
ca, arte, oficio o industria, más no en lo relativo a conocimientos
generales, por lo que se desecharán de oficio aquellas periciales
que se ofrezcan para este tipo de conocimientos, o con relación
a hechos que se encuentren acreditados en otras pruebas, o si
se refieren a simples operaciones aritméticas o similares.

2. Los peritos deberán tener cédula profesional que los acre-
dite en la especialidad a que pertenezca la cuestión sobre la que
habrán de rendir dictamen, si estuviere legalmente reglamenta-
da; si la especialidad no estuviere reglamentada, podrá ser nom-
brada cualquier persona que, a criterio de la autoridad municipal
posea conocimientos en la materia.

Artículo 111. La prueba pericial se sujetará a las reglas
siguientes:

I. En su ofrecimiento, se señalará con toda precisión la cien-
cia, arte, técnica, oficio o industria sobre la que deba practicarse;
los puntos sobre los que versará y las cuestiones que se deban
resolver; así como la cédula profesional, calidad técnica, artísti-
ca o industrial del perito que se proponga, nombre, apellidos y
domicilio de éste. La falta de cualquiera de los requisitos ante-
riores motivará el desechamiento de la prueba;

II. En caso de estar debidamente ofrecida, se admitirá, requi-
riendo, en su caso, a la contraria para que designe al perito que
le corresponda y adicione el cuestionario, quedando obligados
los oferentes a que sus peritos, dentro de los tres días siguien-
tes al que surtan sus efectos las notificaciones de los acuerdos
respectivos, presenten escrito en el que acepten el cargo confe-
rido y protesten su fiel y legal desempeño, debiendo anexar
copia de su cédula profesional o documentos que acrediten su
calidad de perito en el arte, técnica, oficio o industria para el que
se les designa, manifestando, bajo protesta de decir verdad,
que conocen los puntos cuestionados y pormenores relativos a
la pericial, así como que tienen la capacidad suficiente para emi-
tir dictamen sobre el particular, quedando obligados a rendir su
dictamen  dentro de los diez días siguientes a la fecha en que
hayan presentado los escritos de aceptación y protesta del car-
go de peritos;

III. La autoridad municipal, podrá adicionar los cuestio-
narios;

IV. Cuando los peritos rindan sus dictámenes, y estos resul-
ten contradictorios, la autoridad municipal designará un perito
tercero en discordia;
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V. La falta de aceptación y protesta del cargo por el perito del
oferente, dará lugar a que se tenga por desierta la prueba;

VI. Las partes en cualquier momento podrán convenir en la
designación de un solo perito para que rinda su dictamen al que
se sujetarán. También podrán manifestar su conformidad con el
dictamen del perito de la contraria y hacer observaciones al
mismo, que serán consideradas en la valoración de pruebas;

VII. En el supuesto de que el perito del oferente, que haya
aceptado y protestado el cargo conferido, no presente su dicta-
men pericial en el plazo concedido, se declarará desierta la prue-
ba; y

VIII. Los interesados quedan obligados a pagar los honora-
rios de los peritos que hayan nombrado, así como a presentar-
los cuantas veces sea necesario. También quedarán obligados
a presentar el dictamen pericial dentro del plazo señalado, de-
biendo presentar los peritos el original de su cédula profesional
y de los documentos anexos a sus escritos de aceptación y
protesta del cargo.

Artículo 112. Cuando la autoridad municipal considere in-
dispensable la prueba pericial para la solución del asunto, de-
terminará de oficio su procedencia. En este caso, nombrará al
perito.

Artículo 113. Los peritos no son recusables, pero los nom-
brados por la autoridad municipal deberán excusarse en las hi-
pótesis previstas por el artículo 50 de este reglamento.

Sección Séptima
De la Presuncional

Artículo 114. Presunción es la consecuencia que las nor-
mas establecen expresamente, o la autoridad municipal deduce
de un hecho conocido, debidamente probado para averiguar la
verdad de otro desconocido que es consecuencia ordinaria de
aquel. La primera se llama legal y la segunda humana.

Artículo 115. Quien haga valer una presunción legal estará
obligado a probar el hecho en que la funda. Las presunciones
humanas admitirán prueba en contrario.

Sección Octava
De las Fotografías y Demás Elementos

Aportados por la Ciencia

Artículo 116. Para acreditar hechos o circunstancias que
tengan relación con el asunto que se ventile, los interesados
podrán presentar fotografías, copias fotostáticas, videos, cin-
tas cinematográficas, discos compactos o magnéticos y cual-
quier otro producto de almacenamiento de sonidos o imágenes.

Artículo 117. Como medio de prueba deben admitirse tam-
bién los registros dactiloscópicos, fonográficos y demás des-
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cubrimientos de la ciencia, técnica o arte que produzcan convic-
ción en el ánimo de la autoridad municipal.

Artículo 118. Quien presente estos medios de prueba, de-
berá proporcionar a la autoridad municipal los aparatos o ele-
mentos necesarios para que pueda apreciarse el valor de los
registros y reproducirse los sonidos e imágenes.

Sección Novena
De la Valoración de las Pruebas

Artículo 119. La autoridad municipal tendrá la más amplia
libertad para hacer el análisis de las pruebas rendidas, mediante
la aplicación de las reglas de la lógica y de la sana crítica, así
como para determinar su valor, apreciándolas en su conjunto.

Artículo 120. No tendrán valor las pruebas rendidas con
infracción a lo dispuesto en este reglamento, a menos que sean
el único medio por el que la autoridad municipal pueda formar
su convicción respecto a los hechos de que se trata. En este
caso, deberá fundar especial y cuidadosamente esta parte de su
resolución.

Artículo 121. La confesión expresa hará prueba plena cuan-
do concurran en ella las circunstancias siguientes:

I. Que sea hecha por persona capaz y legitimada para hacerla;
II. Que sea hecha con pleno conocimiento y sin coacción ni

violencia; o
III. Que sea de hecho propio o, en su caso, del representan-

te, apoderado, delegado o síndico y concerniente al asunto.

Artículo 122. Los hechos propios de los interesados ase-
verados en sus promociones o en cualquier otro acto del proce-
dimiento administrativo, harán prueba plena en su contra, sin
necesidad de ofrecerlos como prueba.

Artículo 123. La confesión ficta produce el efecto de una
presunción cuando no haya pruebas que la contradigan.

Artículo 124. 1. Los documentos públicos hacen prueba
plena, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 84 de este
reglamento.

2. Harán prueba plena los hechos legalmente afirmados por
la autoridad municipal en documentos públicos, pero si en es-
tos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifesta-
ciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban
plenamente que, ante la autoridad municipal o fedatario que los
expidió, se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero
no prueban la verdad de lo declarado o manifestado.

Artículo 125. Las copias certificadas hacen fe de la existen-
cia de los originales.

Artículo 126. La documental privada, inspección, pericial y
testimonial serán valoradas según el prudente arbitrio de la au-
toridad municipal.

Artículo 127. Para que las presunciones sean apreciables
como medios de prueba, es indispensable que entre el hecho
demostrado y aquél que se trata de deducir haya un enlace
preciso. La autoridad municipal apreciará en justicia el valor de
las presunciones.

Artículo 128. Las fotografías, copias fotostáticas, videos,
cintas cinematográficas, discos compactos o magnéticos y de-
más pruebas aportadas por la ciencia, técnica o arte quedan a la
prudente calificación de la autoridad municipal.

Artículo 129. La valoración de las pruebas se hará de acuer-
do con lo dispuesto en este reglamento, a menos que por el
enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas,
la autoridad municipal adquiera convicción distinta respecto
del asunto. En este caso, deberá motivar cuidadosamente esta
parte de su resolución.

TÍTULO QUINTO
DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO

CAPÍTULO I
Del Inicio e Instrucción

Artículo 130. Cuando el procedimiento se inicie a petición
de parte y el reglamento de la materia no señale los requisitos
específicos, el escrito inicial deberá cumplir con los siguientes:

I. La autoridad municipal a la que se dirige;
II. El nombre, denominación o razón social del interesado y,

en su caso, del representante legal, agregándose los documen-
tos que acrediten la personería, así como la designación de la
persona o personas autorizadas para oír y recibir notificaciones
y documentos;

III. El domicilio para recibir notificaciones;
IV. La petición que se formula;
V. La descripción clara y sucinta de los hechos y razones en

los que se apoye la petición;
VI. Las pruebas que, en su caso, se ofrezcan; y
VII. El lugar, fecha y firma del interesado o, en su caso, la de

su representante o apoderado legal.

Artículo 131. 1. Cuando el escrito inicial no contenga los
requisitos previstos en el reglamento respectivo o no se acom-
pañe de los documentos previstos en el artículo anterior, la au-
toridad municipal prevendrá por escrito y por una sola vez al
interesado o, en su caso, a su representante o apoderado legal,
para que en el plazo de cinco días siguientes al que surta efec-
tos la notificación de dicha prevención, subsane la falta. En el
supuesto de que en el plazo señalado no se cumpla con la pre-



vención o se cumpla parcialmente, la autoridad municipal resol-
verá que se tiene por no presentada la solicitud.

2. Si la promoción no fue firmada se estará a lo dispuesto por
el artículo 30 de este reglamento.

3. Contra el desechamiento o la negativa de dar trámite a las
solicitudes o promociones, procederá el recurso de revocación.

Artículo 132. Los escritos iniciales deberán presentarse en
las unidades receptoras de la autoridad municipal; las
subsecuentes promociones, en el caso de que el interesado
resida en lugar distinto de aquéllas, podrán enviarse vía correo
registrado con acuse de recibo, siempre que el envío se efectúe
desde el lugar en que resida el interesado.

Artículo 133. Cuando un escrito sea presentado ante auto-
ridad municipal incompetente, dicha autoridad municipal debe-
rá rechazar la promoción de plano, indicando al promovente
ante quién debe presentarlo.

Artículo 134. Los escritos que se reciban vía correo regis-
trado con acuse de recibo, se considerarán presentados en la
fecha que los reciba la autoridad municipal competente, salvo
que se trate del desahogo de requerimientos o de promociones
sujetas a término, en cuyo caso se tendrá como fecha de pre-
sentación aquella en que se deposite en la oficina de correos.

Artículo 135. En ningún caso se podrán rechazar los escri-
tos que se presenten en las unidades receptoras de documen-
tos de la autoridad municipal competente. Será causa de res-
ponsabilidad administrativa para el servidor público de la auto-
ridad municipal competente, la negativa a recibir las promocio-
nes de los particulares.

Artículo 136. Para el adecuado control de los asuntos que
se instruyan en los procedimientos administrativos, se estable-
cerá un sistema de identificación de los expedientes que com-
prenda, entre otros datos, los relativos al número progresivo, al
año y la clave de la materia que corresponda, mismos que debe-
rán ser registrados en un libro de gobierno. Asimismo, se debe-
rán agregar al expediente las constancias de notificación, los
acuses de recibo, los documentos aportados como pruebas, así
como aquellos en que consten las diligencias practicadas en el
procedimiento.

Artículo 137. En el despacho de los asuntos se deberá ob-
servar un orden riguroso en la tramitación y resolución de los
expedientes de la misma naturaleza, que únicamente podrá
modificarse cuando exista causa de orden público debidamente
fundada y motivada, de la que quede constancia en el expe-
diente. El incumplimiento de esta disposición será causa de
responsabilidad para el servidor público que conozca del
procedimiento.

Artículo 138. Iniciado el procedimiento, la autoridad muni-
cipal, a fin de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera
recaer, podrá adoptar las medidas provisionales establecidas en
este reglamento u otras normas aplicables, siempre que existieren
elementos suficientes.

Artículo 139. En las promociones, actuaciones o resolucio-
nes del procedimiento administrativo podrán utilizarse formas
impresas autorizadas previamente y publicadas en la Gaceta
Oficial, las que serán distribuidas gratuitamente por la autori-
dad municipal. En caso de no existir formas autorizadas, las
promociones se presentarán en escrito libre.

Artículo 140. 1. Cuando así lo establezcan las normas apli-
cables o se considere conveniente, la autoridad municipal que
conozca del procedimiento administrativo solicitará de las de-
más autoridades municipales informes u opiniones necesarios
para resolver el asunto, citándose el precepto normativo que así
lo establezca o motivando, en su caso, la conveniencia de soli-
citarlos.

2. Los informes u opiniones solicitados que refiere el párrafo
anterior, podrán ser obligatorios o facultativos, vinculantes o
no. Salvo disposición legal en contrario, los informes y opinio-
nes serán facultativos y no vinculantes para la autoridad muni-
cipal que los solicitó y deberán incorporarse al expediente.

3. El servidor público al que se le solicite un informe u opi-
nión, deberá emitirlo dentro del plazo de diez días, salvo dispo-
sición que establezca otro plazo.

4. Si transcurrido el plazo que refiere el párrafo anterior no se
recibiese el informe u opinión, cuando se trate de aquellos de
carácter obligatorio o vinculante, se entenderá que no existe
objeción a las pretensiones del interesado.

Artículo 141. 1. Con el escrito inicial se deberán ofrecer
pruebas, siempre que la naturaleza del asunto así lo exija y lo
prescriban las normas.

2. La autoridad municipal acordará dentro de los tres días
siguientes sobre la iniciación del procedimiento y, en su caso,
sobre la admisión de las pruebas ofrecidas, señalando día y
hora para su desahogo, mismo que deberá verificarse dentro de
los quince días siguientes al que surta efectos la notificación
del acuerdo inicial al interesado. Desahogadas todas las prue-
bas, se emitirá resolución dentro del plazo de diez días.

3. Contra el desechamiento de pruebas no procederá recur-
so alguno, sin perjuicio de que esta circunstancia se pueda
alegar al impugnarse la resolución administrativa.

4. Las pruebas supervenientes podrán ofrecerse hasta
antes de que se dicte resolución en el procedimiento
administrativo.
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CAPÍTULO II
De la Terminación

Artículo 142. Ponen fin al procedimiento administrativo:

I. La resolución definitiva;
II. El desistimiento;
III. La imposibilidad material de continuarlo por causas

supervenientes;
IV. La configuración de la afirmativa ficta; o
V. La configuración de la negativa ficta.

Artículo 143. La resolución que ponga fin al procedimiento
indicará:

I. Lugar y fecha de emisión;
II. El nombre de la persona a la que se dirija; cuando éste se

ignore, se señalarán los datos suficientes III. para su identifica-
ción;

III. La decisión de todas las cuestiones planteadas, en su
caso;

IV. Los fundamentos y motivos que la sustenten;
V. Los puntos decisorios; y
VI. El nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad muni-

cipal que la emita.

Artículo 144. Cuando se impongan sanciones administrati-
vas, la motivación de la resolución considerará las siguientes
circunstancias:

I. La gravedad de la infracción en que se incurra;
II. Los antecedentes del infractor;
III. Las condiciones socioeconómicas del infractor;
IV. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, en

su caso; y
V. El monto del beneficio, daño o perjuicio económico, deri-

vado del incumplimiento de obligaciones, si lo hubiere.

Artículo 145. Los actos administrativos serán ejecutados
por la autoridad municipal en términos de las normas aplicables,
salvo en los casos en que se otorgue legalmente la suspensión.
Para la ejecución de los actos, la autoridad municipal deberá
notificar a los interesados el mandamiento que la autorice.

Artículo 146. Todo interesado podrá desistirse del procedi-
miento administrativo que promueva cuando sólo afecte a sus
intereses. En caso de que existan varios interesados, el desisti-
miento sólo operará respecto de quien lo hubiese formulado.

Artículo 147. El desistimiento deberá ser presentado por
escrito, ya sea por el interesado, su representante legal o su
apoderado con facultades para ello; y para que produzca efec-
tos jurídicos tendrá que ser ratificado por comparecencia ante la
autoridad municipal que conozca del procedimiento, dentro de
los tres días siguientes a su presentación.

Artículo 148. 1. Cuando se trate de autorizaciones, licen-
cias o permisos, la autoridad municipal deberá resolver el proce-
dimiento administrativo correspondiente, en los términos pre-
vistos por las normas aplicables; y sólo que éstos no contem-
plen un plazo específico, deberá resolverse dentro de los cua-
renta y cinco días siguientes, contados a partir de la presenta-
ción de la solicitud. En estos casos, si la autoridad municipal no
emite su resolución dentro de los plazos establecidos, habien-
do el interesado cumplido los requisitos que prescriben las nor-
mas aplicables, el silencio se entenderá como resolución afirma-
tiva ficta, en todo lo que le favorezca, salvo en los siguientes
casos:

I. Tratándose de materias relativas a la salubridad general o
a las actividades riesgosas que se definan en los diferentes
ordenamientos jurídicos, y a falta de definición, se considerarán
como tales aquellas que en forma directa o inminente pongan en
peligro la seguridad y tranquilidad públicas, o alteren el orden
público;

II. Tratándose del derecho de petición formulado por los
particulares con fundamento en el artículo 7 de la Constitución
Política del Estado, sin que la autoridad municipal emita resolu-
ción expresa; o

III. En todos aquellos en que las normas establezcan que la
falta de resolución tendrá efectos de negativa ficta.

2. En los casos previstos en las fracciones I y II del párrafo
anterior, el silencio de la autoridad municipal se considerará
negativa ficta, ante lo cual el interesado podrá interponer los
medios de defensa que en derecho correspondan.

3. En el caso de que se interponga el recurso de revocación
contra la negativa ficta, y este recurso a su vez no sea resuelto
expresamente, se estará a lo previsto en este reglamento.

Artículo 149. 1. Cuando por el silencio de la autoridad mu-
nicipal, en los términos señalados en el artículo anterior, el inte-
resado presuma que ha operado en su favor la afirmativa ficta,
deberá solicitar por escrito, para la plena eficacia del acto pre-
sunto, en el plazo de diez días, la certificación de que ha opera-
do esta resolución ficta.

2. El interesado deberá promover ante la contraloría munici-
pal la certificación de la afirmativa ficta, acompañando necesa-
riamente el acuse de recibo de la solicitud no resuelta. Dentro de
las cuarenta y ocho horas siguientes a que el respectivo órgano
de control reciba la solicitud de certificación, deberá remitirla al
superior jerárquico de la autoridad municipal omisa, quien en un
plazo no mayor de cinco días, contados a partir de que reciba
dicha solicitud, deberá proveer lo que corresponda, debiendo
enviar en todos los casos, copia de lo proveído al órgano de
control requirente.

3. La certificación que se expida hará una relación sucinta de
la solicitud presentada y del procedimiento seguido, de la fecha
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de iniciación y del vencimiento del plazo con que contó la auto-
ridad municipal para dictar su resolución, así como la manifesta-
ción de que ha operado la afirmativa ficta.

4. Cuando el superior jerárquico niegue la expedición de la
certificación solicitada, tendrá que fundar y motivar dicha nega-
tiva en su resolución.

5. Cuando se expida al interesado una certificación relativa a
licencia, permiso, o autorización que genere el pago de contri-
buciones o derechos, de conformidad con el Código Hacendario
para el Municipio de Boca del Río, el superior jerárquico deberá
señalar al interesado el monto para su pago, tomando en consi-
deración, para su determinación, los datos manifestados en la
solicitud respectiva, así como la naturaleza del acto.

6. La certificación de afirmativa ficta producirá todos los
efectos legales de una resolución favorable, por lo que es deber
de todas las personas y autoridades municipales su reconoci-
miento. Para la revalidación de una resolución afirmativa ficta,
en caso de que sea legalmente necesaria, la misma se efec-
tuará en los términos, plazos y condiciones que señala este
reglamento.

7. Si la certificación no fuese emitida en el plazo que señala
este artículo, la afirmativa ficta será eficaz, y se podrá acreditar
mediante la exhibición de la solicitud del trámite respectivo y de
la petición que se hizo de la certificación ante el superior jerár-
quico. Dicha omisión será considerada como una falta grave
que deberá ser sancionada por la contraloría municipal, en los
términos del título sexto de este reglamento.

Artículo 150. No se configurará la resolución afirmativa ficta,
además de lo dispuesto por el artículo 148.1, en los casos
siguientes:

I. Tratándose de peticiones que impliquen la adquisición de
la propiedad o posesión de bienes del dominio del Ayuntamien-
to del municipio de Boca del Río;

II. El otorgamiento de concesiones para la prestación de
servicios públicos municipales;

III. La autorización de fraccionamientos, relotificación  o
subdivisión de predios;

IV. La autorización de exenciones para el pago de créditos
fiscales;

V. Las solicitudes de devolución, de compensación y de
autorización para el pago en parcialidades de créditos fiscales;

VI. La resolución del recurso administrativo de revocación;
VII. Cuando la petición se hubiere presentado ante autori-

dad municipal incompetente; o
VIII. Cuando el interesado no haya reunido los requisitos

que señalen las normas aplicables.

Artículo 151. Contra la negativa a otorgar la certificación de
afirmativa ficta o su omisión en otorgarla, procederá el recurso

de revocación previsto en este reglamento o el juicio contencio-
so ante el Tribunal.

Artículo 152. Incurren en responsabilidad administrativa,
sancionable conforme a este reglamento, los servidores públi-
cos encargados de resolver los procedimientos administrati-
vos, si no emiten la resolución definitiva en el plazo previsto en
las normas aplicables o en este reglamento, según sea el caso.

CAPÍTULO III
De las Resoluciones en General

Artículo 153. 1. Se entenderán como resoluciones definiti-
vas aquellas que pongan fin al procedimiento administrativo,
las que deberán fundarse y motivarse, ser claras, precisas y
congruentes, y decidirán todas las cuestiones planteadas por
los interesados, así como las derivadas del expediente.

2. Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieren
sido planteadas, la autoridad municipal podrá pronunciarse so-
bre ellas, previa vista a los interesados por el plazo de cinco días
para que formulen lo que a su derecho convenga y aporten, en
su caso, los medios de prueba que consideren oportunos.

Artículo 154. En los procedimientos administrativos
incoados a petición del interesado, la resolución que sobre ellos
recaiga será congruente con las peticiones formuladas, sin que
en ningún caso pueda agravarse su situación inicial.

Artículo 155. Las resoluciones dictadas en el procedimien-
to administrativo expresarán los recursos o medios de defensa
que contra las mismas procedan, así como la autoridad munici-
pal ante la que deban presentarse y el plazo para interponerlos.

Artículo 156. La autoridad municipal en ningún caso podrá
abstenerse de dejar en estado de resolución los expedientes,
bajo pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los pre-
ceptos legales invocados por los interesados.

Artículo 157. 1. La autoridad municipal no podrá variar ni
modificar sus resoluciones después de dictadas y firmadas. No
obstante, cuando se trate de precisar algún concepto o suplir
alguna omisión, lo podrá hacer de oficio, dentro del día siguien-
te a la notificación correspondiente, o a petición de parte intere-
sada, por escrito presentado dentro del mismo plazo, resolvién-
dose lo que se estime procedente dentro del día siguiente a la
presentación del escrito.

2. Al hacer la aclaración, la autoridad municipal no podrá
modificar los elementos esenciales de la resolución, ni variar su
sustancia. El acuerdo que decida la aclaración de una resolu-
ción, se considerará parte integrante de ésta. Se tendrá como
fecha de notificación de la resolución, la del acuerdo que decida
la aclaración de la misma.
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CAPÍTULO IV
De los Medios de Apremio

Artículo 158. 1. La autoridad municipal, para hacer cumplir
sus determinaciones o para imponer el orden podrá, según la
gravedad de la falta, hacer uso de alguno de los siguientes
medios de apremio y medidas disciplinarias:

I. Apercibimiento;
II. Amonestación;
III. Multa de cincuenta a cien días de salario mínimo; si el

infractor fuese jornalero, obrero, trabajador o trabajador, no
podrá ser sancionado con multa mayor al importe de su jornal o
salario de un día; y tratándose de trabajadores no asalariados,
la multa no excederá del equivalente a un día de su ingreso;

IV. Expulsión temporal de las personas del lugar donde se
lleve a cabo la diligencia o actuación, cuando ello sea necesario
para su continuación;

V. Auxilio de la fuerza pública; o
VI. Los demás que establece este reglamento.

2. La multa a que se refiere la fracción II tendrá el carácter de
crédito fiscal y se fijará en cantidad líquida, haciéndose efectivo
conforme al procedimiento administrativo de ejecución.

TÍTULO SEXTO
DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD

ADMINISTRATIVA

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 159. 1. Los procedimientos para la aplicación de
sanciones que este capítulo prevé, y la responsabilidad de ca-
rácter política, penal o patrimonial que disponen otros
ordenamientos se desarrollarán en forma autónoma según su
naturaleza, y por la vía procesal que corresponda.

2. No podrán imponerse dos veces por una misma conducta,
sanciones de la misma naturaleza.

Artículo 160. Cualquier servidor público que tenga cono-
cimiento de actos u omisiones que ameriten ser sancionados
conforme a esta u otras leyes, dará vista de ellos sin demora a la
autoridad competente, para la aplicación de la sanción que co-
rresponda.

Artículo 161. La contraloría municipal establecerá módulos
u oficinas a los que el público tenga fácil acceso, para que cual-
quier persona pueda presentar quejas o denuncias por el proba-
ble incumplimiento de las obligaciones de los servidores públi-
cos, con las que se iniciará, en su caso, el procedimiento de
responsabilidad administrativa.

Artículo 162. 1. Las quejas o denuncias deberán presentar-
se por comparecencia personal o por escrito, bajo protesta de
decir verdad, acompañando elementos de prueba que hagan
presumir la existencia de los hechos referidos en su promoción,
la que deberá ratificarse en el plazo de tres días posteriores a su
radicación, bajo el apercibimiento que de no hacerlo así, se des-
echará de plano, quedando a salvo los derechos de la contraloría
municipal de incoar, de oficio, el procedimiento de investiga-
ción correspondiente.

2. Presentada la queja o denuncia y cumplidas las formalida-
des que dispone el párrafo anterior, la contraloría municipal
investigará los hechos denunciados en el plazo de quince días
siguientes, desahogando las diligencias necesarias para
esclarecerlos.

3. Si con motivo de la investigación se determina la existen-
cia de hechos u omisiones que impliquen violaciones a las nor-
mas aplicables, se procederá a acordar el inicio del procedimien-
to de responsabilidad administrativa.

Artículo 163. 1. El procedimiento de responsabilidad admi-
nistrativa se substanciará conforme a lo siguiente:

I. La autoridad instructora notificará al servidor público el
acuerdo de inicio del procedimiento, haciéndole saber la infrac-
ción que se le imputa;

II. En el mismo acuerdo de inicio se señalará el lugar, día y
hora para la celebración de la audiencia de ofrecimiento, admi-
sión y desahogo de pruebas, la que se realizará en el plazo de
veinte días, contados a partir de la fecha de la notificación. De
ser el caso, la autoridad instructora podrá fijar, para el desahogo
de las pruebas admitidas, un plazo de hasta diez días siguientes
a la audiencia que refiere esta fracción;

III. En el plazo de tres días posteriores al desahogo de las
pruebas admitidas, el presunto responsable podrá alegar, ver-
bal o por escrito lo que a su derecho convenga, respecto de la
infracción que se le imputa;

IV. En cualquier momento posterior al acuerdo de inicio se
podrá determinar la suspensión temporal del cargo, empleo o
comisión al presunto responsable, si así conviene para la con-
ducción o continuación  de las investigaciones;

V. Si celebrada la audiencia de pruebas se advierten elemen-
tos que impliquen la configuración de otras causales de respon-
sabilidad administrativa del presunto responsable o de otros
servidores públicos, se podrá disponer la práctica de otras in-
vestigaciones y, mediante diverso acuerdo, fundado y motiva-
do, se emplazará para otra u otras audiencias, con las mismas
formalidades señaladas en la fracción II de este artículo;

VI. Cerrada la instrucción, la autoridad que conozca del asun-
to resolverá dentro de los diez días siguientes sobre la existen-
cia o inexistencia de responsabilidad y, en su caso se impon-
drán al infractor las sanciones correspondientes, debiéndose
notificar la resolución dentro de las cuarenta y ocho horas si-
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guientes al servidor público responsable o su representante, a
su jefe inmediato, al delegado designado por el ayuntamiento y
al superior jerárquico.

2. El procedimiento de responsabilidad administrativa se
substanciará en el plazo de cuarenta y cinco días, contados a
partir de la fecha de la notificación del acuerdo que emita la
autoridad competente para incoarlo.

Artículo 164. 1. La suspensión temporal que refiere la frac-
ción IV del párrafo 1 del artículo anterior no prejuzga sobre la
responsabilidad que se impute. La determinación de la autori-
dad instructora hará constar esta salvedad.

2. La suspensión temporal que expresa el párrafo anterior
interrumpe los efectos del acto que haya dado origen a la ocu-
pación del empleo, cargo o comisión, y regirá desde el momento
en que sea notificada al servidor público, o éste quede enterado
de la resolución por cualquier medio.

3. La suspensión cesará cuando así lo resuelva la autoridad
instructora, independientemente de la continuación o conclu-
sión del procedimiento de responsabilidad administrativa.

4. Si los servidores públicos suspendidos temporalmente
no resultaren responsables de la falta que se les imputa, serán
restituidos en el goce de sus derechos, y se les cubrirán las
percepciones que debieron percibir durante el tiempo de la sus-
pensión.

Artículo 165. 1. La resolución que recaiga al procedimiento
de responsabilidad administrativa se comunicará por escrito al
afectado y a la tesorería municipal, en su caso, para el cobro de
la cantidad líquida de la sanción económica impuesta.

2. La autoridad instructora promoverá el aseguramiento o el
embargo precautorio a los bienes de los responsables para ga-
rantizar en forma individual el importe de los pliegos preventi-
vos, a reserva de la calificación o constitución definitiva de la
responsabilidad que impongan las mismas.

Artículo 166. De resultar responsabilidad de proveedores o
contratistas y, en general de cualquier particular involucrado
por virtud de los actos jurídicos o contratos que formalicen, se
promoverán las acciones y sanciones que correspondan con-
forme a la legislación aplicable en la materia.

Artículo 167. 1. El titular de la dependencia centralizada o
entidad paramunicipal al que corresponda la adscripción del
servidor público sujeto al procedimiento de responsabilidad
administrativa, podrá designar un delegado para que asista a

las diligencias, a quien se le dará vista de las actuaciones prac-
ticadas por la autoridad instructora.

2. El presunto responsable podrá asistirse de persona de su
confianza en cualquier diligencia del procedimiento de respon-
sabilidad administrativa, siempre que la representación se otor-
gue conforme a este reglamento.

Artículo 168. 1. La autoridad que conozca el procedimiento
de responsabilidad administrativa, para el debido cumplimiento
de las atribuciones que este reglamento le otorga, podrá, según
la gravedad de la falta, hacer uso de los medios de apremio que
establece este reglamento.

2. Si existe resistencia al mandamiento legítimo de autoridad,
se procederá conforme a las disposiciones del Código Penal del
Estado relativas al delito de desobediencia y resistencia de par-
ticulares.

Artículo 169. 1. En la instrucción del procedimiento de res-
ponsabilidad administrativa se levantarán actas circunstancia-
das con dos testigos de asistencia, respecto de las diligencias
que se practiquen, en las que se recabará la firma de quienes
participen o intervengan en ellas, haciéndose los apercibimien-
tos en términos de ley de las sanciones en que incurren quienes
declaran con falsedad ante autoridad competente.

2. La falta o negativa de firma de los presuntos responsables
en las actas circunstanciadas no invalidan su contenido y al-
cance, pero la de la autoridad instructora produce su nulidad.

Artículo 170. 1. Si el servidor público confesare su respon-
sabilidad durante la instrucción del procedimiento de responsa-
bilidad administrativa, se procederá de inmediato a dictar reso-
lución, salvo que la autoridad instructora disponga la recepción
de pruebas para acreditar la veracidad de la confesión.

2. En caso de que se acepte la plena validez probatoria de la
confesión, o que el servidor público colabore en la investiga-
ción, o proporcione información útil para el esclarecimiento de
los hechos o identificación del servidor o servidores públicos
que participaron en la comisión del incumplimiento de las obli-
gaciones, se podrá reducir al infractor hasta un tercio de la san-
ción aplicable.

3. En todo caso deberá restituirse cualquier bien o producto
que se hubiese percibido con motivo de la infracción.

Artículo 171. La resolución que se dicte en el procedimien-
to de responsabilidad administrativa tomará en consideración
si el responsable obró con culpa o dolo, y si la infracción fue
instantánea, permanente, continua o continuada, conforme lo
dispone la legislación penal del Estado.
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CAPÍTULO II
De las Sanciones por Responsabilidad Administrativa

Artículo 172. La sanción por incumplimiento de las obliga-
ciones de los servidores públicos es de naturaleza disciplinaria,
administrativa o económica.

Artículo 173. 1. La sanción disciplinaria podrá consistir en
apercibimiento o en amonestación.

2. El apercibimiento es el llamado de atención dirigido al
sujeto activo, conminándolo a que evite la repetición de la falta
cometida.

3. La amonestación es la advertencia hecha al infractor, so-
bre las consecuencias de la conducta cometida, excitándolo a la
enmienda y advirtiéndole la imposición de una sanción mayor
en caso de reincidencia.

Artículo 174. 1. La sanción disciplinaria podrá ser pública o
privada.

2. La sanción pública se hará constar en el expediente perso-
nal del sancionado, y se inscribirá en el registro público que
refiere el artículo 189 de este reglamento.

3. La sanción privada se comunicará de manera verbal o por
escrito, y no se hará constar en el expediente y registro señala-
dos en el párrafo anterior.

Artículo 175. 1. La sanción administrativa podrá consistir en:

I. Suspensión del empleo, cargo o comisión conferido y, en
consecuencia, de la remuneración correspondiente. La suspen-
sión se decretará por un período de siete días a tres meses;

II. Destitución del servidor público, la que ejecutará la auto-
ridad que conozca el procedimiento de responsabilidad admi-
nistrativa. Para los empleados públicos de base, la destitución
se demandará administrativamente por la autoridad menciona-
da y se resolverá en forma definitiva por el Tribunal de Concilia-
ción y Arbitraje del Poder Judicial, conforme a lo dispuesto en la
ley de la materia; o

III. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, car-
gos o comisiones de cualesquier naturaleza en el servicio públi-
co, por un período de uno hasta diez años.

Artículo 176. 1. La sanción económica podrá consistir en
resarcitoria o multa.

2. La sanción resarcitoria tiene por objeto reparar o indemni-
zar los daños o perjuicios causados a la hacienda pública muni-
cipal o al patrimonio de las entidades paramunicipales.

3. La multa es la sanción pecuniaria que se impone por la
infracción de cualquiera de las disposiciones normativas del
orden municipal, sin el propósito de resarcir los daños o perjui-
cios causados.

Artículo 177. 1. La sanción económica se pagará una vez
determinada en cantidad líquida, de acuerdo a su equivalencia
en salarios mínimos vigentes al día que fue impuesta, conforme
al siguiente procedimiento:

I. La cantidad líquida de la sanción económica impuesta se
dividirá entre el salario mínimo mensual vigente el día de su
imposición; y

II. El cociente se multiplicará por el salario mínimo mensual
vigente al día del pago de la sanción.

2. Para efectos de este reglamento se entiende por salario
mínimo mensual, el equivalente a treinta veces el salario mínimo
diario vigente en el Municipio de Boca del Río.

Artículo 178. Para la determinación de sanciones, la autori-
dad que conozca el procedimiento de responsabilidad adminis-
trativa se sujetará a lo siguiente:

I. Cuando exista lucro o beneficio personal, o de las perso-
nas señaladas en la fracción VII del artículo 50 de este reglamen-
to, y simultáneamente daños o perjuicios a la hacienda pública
municipal o al patrimonio de las entidades paramunicipales, se
impondrá una multa de hasta dos tantos del lucro o beneficio
obtenido, y una sanción resarcitoria equivalente hasta el monto
de los daños o perjuicios causados. En este caso se impondrá
además, la destitución y la inhabilitación de cinco a diez años;

II. Cuando exista lucro o beneficio personal y no existan
daños o perjuicios a la hacienda pública municipal o al patrimo-
nio de las entidades paramunicipales, se impondrá una multa de
hasta tres tantos del lucro o beneficio obtenido, o suspensión
del empleo, cargo o comisión hasta de tres meses. En los casos
graves se podrá imponer además la destitución del cargo o la
inhabilitación de uno a ocho años;

III. Cuando no exista lucro o beneficio personal pero existan
daños o perjuicios a la hacienda pública municipal o al patrimo-
nio de las entidades paramunicipales, se impondrá una sanción
resarcitoria equivalente al monto de los daños o perjuicios cau-
sados. En casos graves se podrá imponer, además la destitu-
ción del cargo o la inhabilitación de cinco a diez años; y

IV. Cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones a
cargo del servidor, que no implique lucro o beneficio personal ni
daño o perjuicio a la hacienda pública municipal o al patrimonio
de las entidades paramunicipales, se impondrá el apercibimien-
to o la amonestación, o una multa de cuarenta a noventa veces
la percepción diaria del empleo, cargo o comisión del servidor
público. En los casos graves se podrá imponer, además la sus-
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pensión del empleo, cargo o comisión de uno a tres meses, o la
destitución o inhabilitación del cargo de tres a ocho años.

Artículo 179. Cuando el incumplimiento de obligaciones
sea cometido por servidores públicos pertenecientes a alguna
corporación de los cuerpos de protección civil, policía o tránsi-
to municipales, las sanciones señaladas en este reglamento se-
rán aumentadas hasta en una mitad.

Artículo 180. El incumplimiento de las obligaciones a cargo
del servidor público será considerado grave cuando sea come-
tido con dolo, sin perjuicio de la que con este carácter señalen
otras normas.

Artículo 181. Quien infrinja las disposiciones contenidas
en la Ley Orgánica del Municipio Libre en materia de responsa-
bilidad administrativa, y que con dolo causen daños o perjui-
cios a la hacienda pública municipal o al patrimonio de las enti-
dades paramunicipales, adicionalmente serán sancionados con
una multa de cincuenta a trescientas veces el salario mínimo
general vigente en la cabecera municipal elevado al mes, desde
la fecha de la infracción.

CAPÍTULO III
De la Imposición de Sanciones por

Responsabilidad Administrativa

Artículo 182. La contraloría municipal impondrá las sancio-
nes disciplinarias en un sólo acto, sin que para ello se deban
observar el procedimiento de responsabilidad administrativa y
las formalidades establecidas en este reglamento; no obstante,
se respetará el derecho del servidor público de manifestar lo
que convenga a sus intereses, previamente a la imposición de la
sanción.

Artículo 183. La contraloría municipal impondrá las sancio-
nes por responsabilidad administrativa tomando en considera-
ción los siguientes aspectos y circunstancias:

I. La gravedad de la  responsabilidad en que se incurra con
el propósito de suprimir prácticas que infrinjan las normas;

II. El monto del beneficio, daño o perjuicio económico, deri-
vado del incumplimiento de obligaciones;

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones;
IV. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones

personales del infractor;
V. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución;
VI. La antigüedad en el servicio;
VII. Las circunstancias socio-económicas del servidor

público;
VIII. El tipo de actuación negligente o imprudencial, o dolosa; y
IX. Su colaboración, falta de la misma u obstaculización du-

rante la instrucción del procedimiento de responsabilidad
administrativa.

Artículo 184. La contraloría municipal podrá abstenerse,
por causa justificada, de sancionar al infractor, por una sola vez,
siempre que concurra lo siguiente:

I. Se trate de hechos que no revistan gravedad ni constitu-
yan delito;

II. Lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infrac-
tor; y

III. El daño causado no exceda de doscientas veces el sala-
rio mínimo diario vigente en la cabecera municipal.

Artículo 185. 1. El ejercicio de las facultades para imponer
las sanciones que este reglamento prevé, prescriben en tres
años.

2. El plazo de prescripción que señala el párrafo anterior, se
contará a partir de:

I. El día siguiente a aquel en que se hubiere incurrido en
responsabilidad administrativa, si la conducta objeto de infrac-
ción fue instantánea;

II. El momento en que hubiere cesado, si la conducta objeto
de la infracción fue de carácter permanente o continuo; o

III. La fecha de la última acción u omisión si la conducta
objeto de la infracción fuese de carácter continuado.

Artículo 186. 1. La prescripción se interrumpirá al iniciarse
el procedimiento de responsabilidad administrativa, o por cada
actuación que la autoridad municipal realice y sea legalmente
notificada al presunto responsable en forma personal.

2. En todo momento, la contraloría municipal podrá hacer
valer la prescripción de oficio.

Artículo 187. Las sanciones económicas que se impongan
a los servidores públicos responsables se consideran créditos
fiscales, y se harán efectivas conforme al procedimiento admi-
nistrativo de ejecución.

Artículo 188. La ejecución de las sanciones administrativas
y económicas impuestas en resolución firme, se llevará a cabo
en los términos que disponga la propia resolución. La suspen-
sión, destitución o inhabilitación surtirán sus efectos al
notificarse la resolución correspondiente.

Artículo 189. La contraloría municipal llevará el registro
de servidores públicos sancionados e inhabilitados, en el
que se inscribirán las resoluciones definitivas que impongan
sanciones disciplinarias públicas, administrativas y econó-
micas conforme a este reglamento, llevando por separado las
de inhabilitación.
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Artículo 190. 1. Toda persona que vaya a incorporarse al
servicio de la administración pública municipal deberá acreditar,
mediante constancia expedida por la contraloría municipal y para
los efectos administrativos conducentes, que no se encuentra
sancionada con inhabilitación para desempeñar empleos, car-
gos o comisiones públicos.

2. Para que una persona sancionada con la inhabilitación
pueda desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio
público municipal, una vez concluido el término de la inhabilita-
ción impuesta, se requerirá autorización de la contraloría muni-
cipal, la que deberá solicitar y justificar el titular de la dependen-
cia centralizada o entidad paramunicipal al que solicite adscri-
birse el candidato.

TÍTULO SÉPTIMO
DE LA DENUNCIA POPULAR

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 191. Toda persona, física o moral, podrá denunciar
ante la autoridad municipal todo hecho, acto u omisión que
contravenga las disposiciones de este reglamento y demás
ordenamientos municipales.

Artículo 192. 1. Al recibir la denuncia ciudadana, la
contraloría municipal acusará recibo y le asignará un número de
expediente, haciendo la anotación respectiva en el libro de re-
gistro y en un plazo de diez días siguientes se notificará al inte-
resado el estado de su denuncia.

2. Cuando se presenten dos o más denuncias respecto de
los mismos hechos, actos u omisiones, deberá acordarse su
acumulación en un solo expediente, prevaleciendo el primer
número de expediente asignado. El contenido del acuerdo res-
pectivo deberá notificarse a los denunciantes.

Artículo 193 1. La denuncia deberá presentarse por escrito
y contener al menos lo siguiente:

I. Los actos, hechos u omisiones denunciados;
II. Los datos que permitan identificar al presunto infractor; y
III. Las pruebas que en su caso ofrezca el denunciante.

2. Asimismo, podrá formularse la denuncia vía telefónica,
por correo, fax o cualquier otro medio.

Artículo 194. La contraloría municipal iniciará las investiga-
ciones que procedan. Si del resultado de dichas investigacio-
nes se desprende que se trata de actos, hechos u omisiones que
puedan ser competencia de otras autoridades, las desglosará y
le remitirá sin demora sus actuaciones.

TÍTULO OCTAVO
DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN E INSPECCIÓN

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 195. 1. Corresponde a la administración pública
municipal ejercer actos de inspección y verificación, así como
vigilar el estricto cumplimiento de las disposiciones contenidas
en los reglamentos y leyes municipales aplicables.

2. La vigilancia sobre el cumplimiento de las normas señala-
das, estará a cargo de las dependencias centralizadas y entida-
des paramunicipales en el ámbito de su competencia, las que
contarán con un cuerpo de notificadores, verificadores e ins-
pectores quienes serán habilitados para el efecto. Los verifica-
dores e inspectores tendrán las atribuciones siguientes:

I. Realizar dentro del territorio municipal las visitas de ins-
pección que consideren necesarias a los predios, establecimien-
tos, giros industriales, comerciales, de servicios y, en general en
cualquier lugar, con el fin de vigilar dentro de su competencia el
cumplimiento de las normas aplicables;

II. Llevar a cabo las diligencias necesarias en el ámbito de su
competencia o las que correspondan a la federación o estado
previo acuerdo de coordinación, que para el caso se celebre
previamente;

III. Aplicar las medidas de seguridad que establece este re-
glamento, así como la normativa aplicable; y

IV. Las demás que señalen expresamente las normas
aplicables.

Artículo 196. Los verificadores e inspectores podrán solici-
tar el auxilio de la fuerza pública y el rompimiento de chapas y
cerraduras para efectuar la visita, cuando alguna o algunas per-
sonas obstaculicen o se opongan a la práctica de la diligencia,
independientemente de las sanciones que pudieran aplicarse.

Artículo 197. El procedimiento de inspección y verificación
iniciará con una orden de visita por escrito, expedida por la
autoridad municipal competente debidamente fundada y moti-
vada, el que concluirá con una resolución.

Artículo 198. 1. La persona responsable, propietaria o quien
se encuentre en el lugar en el que habrá de llevarse a cabo la
diligencia, estará obligada a permitir al verificador o inspector, el
acceso al lugar o lugares sujetos a inspección, así como propor-
cionar toda clase de información que le sea requerida y a mos-
trar los documentos que se le soliciten.

2. No se requerirá orden escrita de inspección, cuando los
verificadores o inspectores detecten actividades contrarias a
los reglamentos y leyes municipales aplicables en el momento
de estarse consumando éstas o pongan en peligro la seguridad
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de las personas, sus bienes o derechos. En este caso levantará
el acta respectiva, se tomarán las medidas de seguridad que al
caso correspondan y se turnará el asunto a la autoridad que
corresponda, para su calificación.

Artículo 199. La orden de visita para iniciar el procedimien-
to de inspección y verificación que refiere el artículo 197 de este
reglamento, deberá contener lo siguiente:

I. Orden de comisión para que se inspeccione o verifique el
debido cumplimiento del reglamento o legislación aplicables;

II. Nombre o razón social del lugar o establecimiento que ha
de inspeccionarse;

III. Nombre del propietario o titular de la licencia, permiso,
autorización o equivalente;

IV. Domicilio o ubicación del lugar a inspeccionarse;
V. Lugar, y fecha en que se lleve a cabo la inspección o

verificación;
VI. Nombre del notificador, verificador o inspector habi-

litado;
VII. Fundamentación y motivación;
VIII. Nombre y firma de la autoridad competente; y
IX. Autorización del uso de la fuerza pública en caso de que

se requiera, o se niegue u obstaculice la ejecución de la inspec-
ción o verificación.

Artículo 200.En toda acta de inspección o verificación, o en
la aplicación de una clausura parcial, total, temporal o definitiva
como medida de seguridad, deberán asentarse los siguientes
datos:

I. Nombre o razón social del lugar o establecimiento, si lo
hubiere;

II. Nombre del propietario del lugar o establecimiento, así
como su registro federal de contribuyentes, o la razón de la
negativa a proporcionarlos;

III. Domicilio del lugar o establecimiento;
IV. Giro del lugar, si lo hubiere;
V. Lugar y fecha del levantamiento del acta;
VI. Nombre del inspector o verificador;
VII. Fecha y número de oficio de comisión;
VIII. Fundamento jurídico de la inspección o verificación;
IX. Nombre de la persona con quien se entiende la diligen-

cia, o en caso de negativa su media filiación;
X. Nombre, estado civil, edad y domicilio de los testigos;
XI. Relación de los hechos que se apreciaron;
XII. Manifestaciones que solicite el visitado se agreguen en

el acta;
XIII. Observaciones del verificador o inspector; y
XIV. Firma de los que intervinieron, hora en que terminó la

diligencia y, en su caso la razón de la negativa a firmar de la
persona con quien se entendió la diligencia.

Artículo 201. 1. Al término de la diligencia se entregará al
visitado el original del oficio de comisión y la copia del acta de
inspección o verificación.

2. El visitado contará con un plazo de tres días para subsa-
nar las deficiencias o irregularidades observadas, debiendo co-
municar por escrito en forma detallada a la autoridad ordenado-
ra el haber dado cumplimiento a las medidas señaladas en el
acta de inspección o verificación en los términos del requeri-
miento respectivo. La omisión del informe hará acreedor al in-
fractor a la sanción correspondiente.

Artículo 202. Transcurridos los tres días hábiles de la veri-
ficación o inspección, sin que el visitado informe del cumpli-
miento de lo ordenado por el verificador o inspector, la autori-
dad competente procederá a establecer la certeza de la violación
y a aplicar la sanción que corresponda en términos del regla-
mento o legislación aplicables.

Artículo 203. Cuando se trate de segunda o posterior ins-
pección para verificar el cumplimiento de un requerimiento o
requerimientos anteriores, y del acta se desprenda que no se ha
dado cumplimiento a las medidas previamente ordenadas, la
autoridad competente podrá aplicar de inmediato la sanción que
proceda.

Artículo 204. Los inspectores o verificadores deberán evi-
tar en todo momento el hostigamiento o actos de molestia inne-
cesaria, limitándose a la vigilancia o en su caso al procedimiento
establecido en este capítulo para el ejercicio de sus facultades.

CAPÍTULO II
De la Determinación de Sanciones y Medidas de Seguridad

Artículo 205. El acta de inspección o verificación se turnará
a la autoridad ordenadora inmediatamente después de la visi-
ta, quien determinará las sanciones o medidas de seguridad
aplicables, en el plazo de veinticuatro horas siguientes a su
recepción.

Artículo 206. El inspector o verificador notificará al visita-
do las sanciones y medidas de seguridad aplicables dentro de
las veinticuatro horas siguientes a su determinación, y proce-
derá a llevar a cabo las medidas de seguridad que se hayan de
realizar.

Artículo 207. 1. Si la resolución determina procedente la
clausura provisional como medida de seguridad, deberá de ex-
presarse en la notificación el tiempo de la clausura.

2. En el supuesto de que los inspectores detecten activida-
des contrarias o violatorias a las disposiciones municipales al
momento de estarse consumando y que pongan en peligro la
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seguridad, la salubridad, la integridad o la moral de las personas
de sus derechos o de sus bienes, no será necesario agotar el
requisito de la orden por escrito a que se refiere el artículo 199
de este reglamento, ni habilitar horas, en cuyo caso procederá a
levantar el acta que refiere el artículo 200 de este ordenamiento,
y ejecutarán las medidas de seguridad provisionales que consi-
deren idóneas, a efecto de que no se sigan contraviniendo las
disposiciones violadas.

3. En caso de clausura provisional como medida de seguri-
dad, esta podrá prolongarse hasta que sean cubiertas las san-
ciones que importen cantidad líquida.

CAPÍTULO III
De las Reglas para la Imposición de Medidas de Seguridad

Artículo 208. Para la determinación de la imposición de una
medida de seguridad que prevengan los reglamentos y la legis-
lación municipal aplicables, se atenderá a lo siguiente:

I. La gravedad de la falta;
II. La capacidad económica del infractor;
III. La magnitud del daño ocasionado; y
IV. La naturaleza y tipo del giro o actividad del estableci-

miento, o del infractor.

Artículo 209. La violación a lo dispuesto en los reglamen-
tos y legislación municipales constituyen infracción y serán
objeto de las medidas de seguridad siguientes:

I. Amonestación;
II. Multa;
III. Suspensión del permiso, licencia o autorización de ma-

nera temporal o definitiva;
IV. Clausura parcial o total, temporal o definitiva de las fuen-

tes o actividades, o de las obras públicas o privadas;
V. Reparación del daño causado en los casos que procedan;
VI. Aseguramiento de mercancías u objetos cuya venta se

realice en contravención a lo dispuesto por las normas;
VII. Cancelación de la licencia, permiso,  empadronamiento

o autorización municipal para operar, funcionar o prestar
servicios; o

VIII. Revocación de la licencia, permiso o autorización.

Artículo 210. Las medidas de seguridad señaladas en el
artículo anterior no constituyen obligación de la autoridad para
aplicarla en forma progresiva, éstas se impondrán sin respetar
orden alguno y atendiendo a la gravedad de la falta.

Artículo 211. Cuando el infractor, demuestre
fehacientemente ser jornalero, pescador, obrero, trabajador no
asalariado, o pensionado, la multa no excederá de un salario
mínimo general vigente en la cabecera municipal.

Artículo 212. Procede la clausura, además de lo dispuesto
en el reglamento de la materia, en los casos siguientes:

I. Por carecer de licencia de funcionamiento o renovación
anual;

II. Por realizar actividades sin haber presentado la declara-
ción de apertura;

III. Por realizar en forma reiterada actividades prohibidas o
diferentes a las autorizadas;

IV. Cuando por motivo de las actividades pongan en peligro
la seguridad, salubridad, orden público y medio ambiente; o

V. Cuando se haya revocado el permiso, licencia o
autorización.

Artículo 213. Procede la revocación del permiso, licencia o
autorización, además de lo dispuesto por el reglamento de la
materia, cuando:

I. El titular no inicie actividades del establecimiento o del
giro, o no utilice los derechos que se desprendan de su permiso
o licencia, en un plazo de noventa días naturales siguientes a la
fecha de expedición;

II. La falta de aviso de suspensión de actividades en un
plazo de sesenta días a partir de la suspensión;

III. La falta de aviso previo a la reanudación de actividades;
IV. Por cambiar el giro de la licencia o del permiso autorizado; o
V. Por falta de pago del refrendo anual.

Artículo 214. El procedimiento para la revocación de la li-
cencia, permiso o autorización lo conocerá y resolverá el titular
de la dependencia que la haya otorgado, quien citará al titular
mediante notificación personal, en la que le hará saber las cau-
sas que han originado la instauración del procedimiento, para
que comparezca, mediante escrito, a ofrecer pruebas en el plazo
de tres días siguientes al emplazamiento con el propósito de
que presente sus objeciones y pruebas.

Artículo 215. En la cédula de notificación se expresará el
lugar, día y hora en que se verificará una audiencia, en la que se
desahogarán las pruebas y se recibirán los alegatos del intere-
sado. Si el interesado no compareciere sin justificar la causa,
personalmente o por conducto de un apoderado, se le tendrá
por desistido de presentar las pruebas que ofreció, y por perdi-
do su derecho a presentarlas y ofrecer alegatos.

Artículo 216. Concluido el desahogo de las pruebas y reci-
bidos los alegatos correspondientes o renunciado el derecho
para hacerlo, la autoridad que conozca del trámite resolverá en
el plazo de diez días.

Artículo 217. Si la resolución decreta procedente la revoca-
ción, una vez que haya causado estado se ejecutará de inmedia-
to, previa notificación al interesado.
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Artículo 218. En caso de que haya existido la clausura como
medida de seguridad, adquirirá en la resolución el carácter de
definitiva.

Artículo 219. Si existiere una condena en cantidad líquida,
se enviará copia de la resolución a la tesorería municipal para
que proceda hacerla efectiva a través del procedimiento admi-
nistrativo de ejecución.

Artículo 220. Cuando la determinación de imposición de
alguna sanción o medidas de seguridad implique el pago de una
cantidad mínima, en la misma resolución se notificará que el
infractor tiene el plazo de cinco días para enterar el pago, con el
apercibimiento de que en caso de no hacerlo se procederá ha-
cerla efectiva por medio del procedimiento administrativo de
ejecución, remitiéndole copia de la resolución a la tesorería
municipal.

TÍTULO DÉCIMO
DEL RECURSO DE REVOCACIÓN

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 221. 1. Los interesados afectados por los actos o
resoluciones definitivos de la autoridad municipal podrán, a su
elección, interponer el recurso de revocación previsto en este
reglamento o intentar el juicio contencioso ante el Tribunal. El
recurso de revocación tendrá por objeto que el superior jerár-
quico de la autoridad municipal emisora confirme, modifique,
revoque o anule el acto administrativo recurrido.

2. Tratándose de actos o resoluciones definitivos emitidos
por el presidente municipal, en su carácter de autoridad compe-
tente, sólo procederá el juicio contencioso ante el Tribunal.

Artículo 222. El plazo para interponer el recurso de revoca-
ción será de quince días, contados a partir del día siguiente a
aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución
que se recurra, o de que el recurrente tenga conocimiento de
dicha resolución.

Artículo 223. El recurso de revocación deberá presentarse
ante el superior jerárquico de la autoridad municipal que emitió
el acto o resolución. Será competente para conocer y resolver
este recurso dicho superior jerárquico.

Artículo 224. En el escrito de interposición del recurso de
revocación, el interesado deberá cumplir con los requisitos pre-
vistos en los artículos 27, 28 y 30 de este reglamento, y señalar
además:

I. La autoridad municipal a quien se dirige;
II. El nombre del recurrente, y del tercero perjudicado si lo

hubiere, así como el domicilio que señale para oír y recibir noti-
ficaciones y documentos;

III. El acto o resolución administrativa que impugna, así como
la fecha en que le fue notificado o, en su caso, la declaratoria
bajo protesta de decir verdad de la fecha en que tuvo conoci-
miento del acto o resolución;

IV. La autoridad municipal emisora del acto o resolución que
recurre;

V. La descripción de los hechos que son antecedentes del
acto o resolución que recurre;

VI. Los agravios que le causan y los argumentos de derecho
que se hagan valer en contra del acto o resolución recurridas; y

VII. Las pruebas que se ofrezcan, relacionándolas con los
hechos que se mencionen.

Artículo 225. Con el escrito de interposición del recurso de
revocación se deberán acompañar:

I. Los documentos que acrediten la personería del
promovente, cuando actúe a nombre de otro o de persona
moral;

II. El documento en que conste el acto o la resolución recu-
rrida, cuando dicha actuación haya sido por escrito. Tratándo-
se de afirmativa o negativa fictas deberá acompañarse el escrito
de iniciación del procedimiento, o el documento sobre el que no
hubiere recaído resolución alguna; o, en su caso, la certifica-
ción o el escrito por el que ésta fue solicitada;

III. La constancia de notificación del acto impugnado, o la
última publicación si la notificación hubiese sido por edictos; y

IV. Las pruebas que se ofrezcan.

Artículo 226. 1. En caso de que el recurrente no cumpliera
con alguno de los requisitos o no acompañe los documentos
que se señalan en los dos artículos anteriores, la autoridad mu-
nicipal que conozca del recurso, deberá prevenirlo por escrito
por una sola vez para que en el plazo de cinco días subsane la
omisión. Si transcurrido este plazo el recurrente no desahoga en
sus términos la prevención, el recurso se tendrá por no inter-
puesto.

2. Si el escrito de interposición del recurso no aparece firma-
do por el interesado, o por quien deba hacerlo, se tendrá por no
interpuesto.

Artículo 227. 1. El interesado podrá solicitar por escrito la
suspensión de la ejecución del acto o de la resolución recurri-
da, en cualquier momento hasta antes de que se resuelva la
revocación.

2. La autoridad municipal que conozca del recurso deberá
acordar lo conducente dentro de los cinco días siguientes a la
solicitud.
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Artículo 228. 1. La autoridad municipal que conozca del
recurso, al resolver sobre la solicitud de suspensión deberá
señalar, en su caso, las garantías necesarias para cubrir los da-
ños y perjuicios que pudieran ocasionarse con dicha medida.
Tratándose de indemnizaciones y sanciones pecuniarias el re-
currente deberá garantizar el interés fiscal en cualquiera de las
formas previstas por la Código Hacendario para el Municipio de
Boca del Río.

2. En los casos que proceda la suspensión, pero su otorga-
miento pueda ocasionar daños o perjuicios a terceros, el intere-
sado deberá otorgar garantía bastante para reparar el daño e
indemnizar los perjuicios que pudieran ocasionar con dicha
medida.

Artículo 229. No se otorgará la suspensión en aquellos
casos en que se cause perjuicio al interés social, se contraven-
gan disposiciones de orden público o se deje sin materia el
procedimiento.

Artículo 230. La suspensión tendrá como efecto que las
cosas se mantengan en el estado en que se encuentran, en
tanto se pronuncia la resolución del recurso. Dicha suspensión
podrá revocarse si se modifican las condiciones bajo las cuales
se otorgó.

Artículo 231. 1. El superior jerárquico, una vez recibido el
recurso, le solicitará al inferior un informe sobre el asunto y la
remisión del expediente respectivo, lo que deberá cumplir en el
plazo de tres días.

2. El superior jerárquico emitirá acuerdo sobre la admisión,
prevención o desechamiento del recurso, dentro de los tres días
siguientes contados a partir de la recepción del informe, lo que
deberá notificarse personalmente al recurrente.

Artículo 232. Se desechará por improcedente el recurso
cuando se interponga en contra de actos o resoluciones:

I. Que no afecten el interés legítimo del recurrente;
II. Que sean dictadas en recursos administrativos o en cum-

plimiento de éstas;
III. Que hayan sido impugnados ante el Tribunal;
IV. Que sean revocados por la autoridad municipal;
V. Que sean materia de otro recurso que se encuentre

subjúdice y que haya sido promovido por el mismo recurrente
por el propio acto impugnado;

Consumados de modo irreparable;
VI. Que se hayan consentido, entendiéndose por tales, aque-

llos respecto de los cuales no se interpuso el recurso de revoca-
ción dentro del plazo establecido por este reglamento; o

VII. Que sean conexos a otro que haya sido impugnado por
algún recurso o medio de impugnación diferente.

Artículo 233. Será sobreseído el recurso cuando:

I. El promovente se desista expresamente;
II. El recurrente fallezca durante el procedimiento, si el acto o

resolución impugnado sólo afecta a su persona;
III. Durante el procedimiento sobrevenga alguna de las cau-

sas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;
IV. Hayan cesado los efectos del acto impugnado;
Falte el objeto materia del acto; o
V. No se probare la existencia del acto impugnado.

Artículo 234. 1. El superior jerárquico deberá resolver el
recurso de revocación dentro de los cuarenta y cinco días si-
guientes a la fecha de su interposición o de que, en su caso, se
hubiera desahogado la prevención a que se refiere el artículo
226 de este reglamento. Ante el silencio de la autoridad munici-
pal, se entenderá confirmado el acto que se impugna.

2. El recurrente podrá esperar la resolución expresa o impug-
nar en cualquier tiempo la presunta confirmación del acto
impugnado.

Artículo 235. 1. La resolución del recurso se fundará en
derecho y examinará todos y cada uno de los agravios hechos
valer por el recurrente, teniendo la autoridad municipal la facul-
tad de invocar hechos notarios; pero cuando uno de los agra-
vios sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugna-
do, bastará con el examen de dicho punto.

2. La autoridad municipal, en beneficio del recurrente, podrá
corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos que
se consideren violados y examinar en su conjunto los agravios,
así como los demás razonamientos del recurrente, a fin de resol-
ver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los
hechos expuestos en el recurso.

3. Si la resolución ordena realizar un determinado acto o
iniciar la reposición del procedimiento, deberá cumplirse en el
plazo de quince días contados a partir de que se notifique al
recurrente dicha resolución.

Artículo 236. Las resoluciones que pongan fin al recurso
podrán:

I. Declararlo improcedente o sobreseerlo;
II. Confirmar el acto impugnado;
III. Declarar la nulidad o anulabilidad del acto impugnado, o

revocarlo; o
IV. Modificar el acto impugnado, u ordenar uno nuevo que

lo sustituya, cuando el recurso interpuesto sea total o parcial-
mente resuelto a favor del recurrente; u ordenar la reposición
del procedimiento administrativo.
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Artículo 237. No se podrán anular, revocar o modificar los
actos o resoluciones administrativos con argumentos que no
haya hecho valer el recurrente.

Artículo 238. Contra la resolución que recaiga al recurso de
revocación procede el juicio contencioso ante el Tribunal.

T R A N S I T O R I O S

Primero. Este reglamento iniciará su vigencia a los tres días
de su publicación en la Gaceta Oficial del Estado.

Segundo. En los procedimientos administrativos que se en-
cuentren en trámite, el interesado podrá optar por su continua-
ción conforme a las disposiciones aplicables en el momento de
su inicio o a las de este reglamento.

Tercero. Los recursos administrativos que se encuentren
en trámite al inicio de vigencia de este ordenamiento, se instrui-
rán y resolverán de conformidad con lo establecido en las nor-
mas aplicables al momento de su inicio.

Dado en la Sala de Cabildo del Honorable Ayuntamiento del
Municipio de Boca del Río, estado de Veracruz de Ignacio de la
Llave, a los dieciocho días del mes de enero de dos mil ocho.

Lic. Miguel Ángel Yunes Márquez, Presidente Municipal
Constitucional.—Rúbrica. Lic. Guillermo Moreno Chazzarini,
Síndico.—Rúbrica. C. Lilia Rodríguez Martínez, Regidora Prime-
ra.—Rúbrica. Lic. Ricardo Cuevas Segura, Regidor Segundo.—
Rúbrica. C. José Luis Sosa González, Regidor Tercero.—Rúbri-
ca. C. Arturo Calderón Lara, Regidor Cuarto.—Rúbrica. C. Rufino
Núñez Serrano, Regidor Quinto.—Rúbrica. Lic. Luis Emilio Díaz
Ibarra, Regidor Sexto.—Rúbrica. Enfer. Aurora Delgado Huerta,
Regidora Séptima.—Rúbrica. Dr. Gonzalo Lagunes Ochoa, Re-
gidor Octavo.—Rúbrica. Lic. Juan Carlos Molina Xaca, Regidor
Noveno.—Rúbrica. Lic. Jorge Reyes Leo, Regidor Décimo.—
Rúbrica. Lic. José Salvatori Bronca, Regidor Undécimo.—
Rúbrica. Ada Irene García Jiménez, Regidora Duodécima.—
Rúbrica.

folio 149

BANDO QUE DISPONE LA PUBLICACIÓN DEL REGLA-
MENTO DE PROTECCIÓN CIVIL DEL MUNICIPIO DE BOCA
DEL RÍO, ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA
LLAVE.

Miguel Ángel Yunes Márquez, Presidente Municipal Cons-
titucional del Municipio de Boca del Río, Estado de Veracruz de
Ignacio de la Llave, a sus habitantes sabed:

Que el Honorable Cabildo del Ayuntamiento del Municipio
de Boca del Río, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, se ha
servido dirigirme el siguiente Reglamento para su publicación:

Al margen un sello que dice: Estados Unidos Mexicanos.—
Ayuntamiento de Boca del Río.—Estado Libre y Soberano de
Veracruz de Ignacio de la Llave.

El Honorable Cabildo del Ayuntamiento del Municipio de
Boca del Río, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en uso
de las facultades  que le confieren los artículos 71 primer párrafo
de la Constitución Política local, 34 párrafo primero de la Ley
Orgánica del Municipio Libre y en nombre del pueblo, expide el
siguiente:

REGLAMENTO DE PROTECCIÓN CIVIL DEL MUNICIPIO DE
BOCA DEL RÍO, ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA
LLAVE

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1. Este reglamento es de orden público e interés
social, rige en el municipio de Boca del Río, y tiene por objeto
regular:

I. La coordinación y funcionamiento del sistema municipal
de protección civil;

II. Regular las acciones de prevención, mitigación, auxilio y
salvaguarda de las personas, sus bienes, la propiedad pública y
el medio ambiente; y

III. Regular el restablecimiento y funcionamiento de los ser-
vicios públicos indispensables y sistemas estratégicos en ca-
sos de emergencia y desastre, provocados por riesgos
geológicos, hidrometeorológicos, químicos, sanitarios, socio-
organizativos o cualesquier otro acontecimiento de caso fortui-
to o fuerza mayor.

Artículo 2. Los actos de autoridad para la aplicación de las
disposiciones que establece este reglamento, comprenderán la
inspección, control, vigilancia y certificación de las instalacio-
nes y aparatos relacionados con la seguridad de las personas y
de los bienes muebles, inmuebles o edificaciones, así como la
imposición de sanciones por la infracción o incumplimiento de
dichas normas.

Artículo 3. En lo no previsto por los actos y procedimiento
administrativos regulados en este reglamento, se aplicará
supletoriamente el reglamento de procedimientos administrati-
vos del municipio de Boca del Río.

Artículo 4. El sistema municipal de protección civil como
parte integrante del sistema nacional y estatal de la misma mate-
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